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[…]

I.	 Introducción de la Causa

1.	 El 9 de septiembre de 2004, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 50 y 

61 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 

adelante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) sometió ante la Corte una de-

manda contra el Estado del Perú (en adelante “el Estado” o “el Perú”). Dicha demanda 

se originó en las denuncias Nº 11.015 y 11.769, recibidas en la Secretaría de la Comisión 

el 18 de mayo de 1992 y el 5 de junio de 1997, respectivamente. 

2.	 La Comisión presentó la demanda con el fin de que la Corte declare que el Estado 

es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4 (Derecho a 

la Vida) y 5 (Derecho a la Integridad Personal) de la Convención Americana, en relación 

con la obligación establecida en el artículo 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de 

la misma, en perjuicio de “al menos 42” reclusos que fallecieron; la violación del artícu-

lo 5 (Derecho a la Integridad Personal) de la Convención, en relación con la obligación 

establecida en el artículo 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de la Convención, 

en perjuicio de “al menos 175” reclusos que resultaron heridos y de 322 reclusos “que 

habiendo resultado ilesos [supuestamente] fueron sometidos a trato cruel, inhumano y 

degradante”; y por la violación de los artículos 8.1 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección 

Judicial) de la Convención, en relación con la obligación establecida en el artículo 1.1 

(Obligación de Respetar los Derechos) de la misma, en perjuicio de “las [presuntas] vícti-

mas y sus familiares”.

3.	 Los hechos expuestos por la Comisión en la demanda habrían ocurrido a partir del 

6 de mayo de 1992 y se refieren a la ejecución del “Operativo Mudanza 1” dentro del 

Penal Miguel Castro Castro, durante el cual el Estado, supuestamente, produjo la muerte 

de al menos 42 internos, hirió a 175 internos, y sometió a trato cruel, inhumano y de-

gradante a otros 322 internos. Los hechos también se refieren al supuesto trato cruel, 

inhumano y degradante experimentado por las presuntas víctimas con posterioridad al 

“Operativo Mudanza 1”. 

[…]
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VIII.	 Hechos Probados

[…]

Penal Miguel Castro Castro

197.12.	 El penal de máxima seguridad Miguel Castro Castro es un reclusorio para varo-

nes y está ubicado en San Juan de Lurigancho, al este de la ciudad de Lima, capital del 

Perú35. Está constituido por 12 pabellones de 4 pisos, identificados como 1-A y 1-B hasta 

6-A y 6-B. Cada uno de estos pabellones cuenta con un patio independiente. El acceso 

a los pabellones se efectúa a través de un patio central de forma octogonal, conocido 

como “Rotonda”. A la entrada de cada pabellón existe un espacio enrejado denomina-

do “Gallinero”. El conjunto de pabellones se encuentra rodeado por un patio de arena 

conocido como “Tierra de nadie”. La entrada al establecimiento está constituida por un 

patio y oficinas administrativas, conocidos como “Admisión”36.

197.13. 	 En la época en que ocurrieron los hechos, el pabellón 1A del Penal Miguel Castro 

Castro estaba ocupado por alrededor de 135 internas mujeres y 50 varones, y el pabellón 

4B lo estaba por aproximadamente 400 internos varones37. Los internos de los pabellones 

1A y 4B se encontraban acusados o sentenciados por los delitos de terrorismo o traición a la 

patria38, y eran presuntamente miembros del Sendero Luminoso39. Muchos eran procesados 

sin sentencia condenatoria y en algunos casos se dispuso el sobreseimiento de las causas40.

[…]

“Operativo Mudanza 1”

197.15.	 El Decreto Ley Nº 25421 de 6 de abril de 1992 ordenó la reorganización del 

Instituto Nacional Penitenciario (INPE) y encargó a la Policía Nacional del Perú el control 

de la seguridad en los establecimientos penitenciarios. Fue en el marco de esta dispo-

sición que se planificó y ejecutó el “Operativo Mudanza 1”42. La versión oficial fue que 

dicho “operativo” consistía en el traslado de las mujeres que se hallaban recluidas en el 

pabellón 1A del Penal Miguel Castro Castro, a la cárcel de máxima seguridad de mujeres 

en Chorrillos43. Las autoridades estatales no informaron del referido traslado ni al Director 

del penal, ni a las prisioneras, sus familiares o abogados44.

197.16.	 El objetivo real del “operativo” no fue el referido traslado de las internas, sino 

que se trató de un ataque premeditado, un operativo diseñado para atentar contra la 
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vida y la integridad de los prisioneros que se encontraban en los pabellones 1A y 4B del 

Penal Miguel Castro Castro. Los actos de violencia fueron dirigidos contra dichos pabe-

llones, ocupados en el momento de los hechos por internos acusados o sentenciados por 

delitos de terrorismo y traición a la patria45.

[…]

IX.	La responsabilidad internacional del Estado en el 
contexto del presente caso

[…]

El llamado “Operativo Mudanza 1” que inició el 6 de mayo de 1992

[…]

221.	Los hechos, realizados de forma directa por agentes estatales cuya actuación se en-

contraba protegida por su autoridad, se dirigieron contra personas recluidas en un centro 

penal estatal, es decir, personas respecto de quienes el Estado tenía la responsabilidad 

de adoptar medidas de seguridad y protección especiales, en su condición de garante 

directo de sus derechos, puesto que aquellas se encontraban bajo su custodia 125.  

222.	Otro dato importante que este Tribunal tomará en cuenta al analizar la responsabi-

lidad internacional del Estado es que los referidos actos de violencia extrema del llamado 

“Operativo Mudanza 1” se encontraron dirigidos, en primer término, contra las internas 

recluidas en el pabellón 1A del Penal Miguel Castro Castro (supra párr. 197.20).  Posterior-

mente se dirigió la fuerza contra el pabellón 4B del penal (supra párr. 197.23, 197.24 y 197. 

31), una vez que las internas empezaron a pasar a este pabellón para protegerse, y que los 

internos del 4B comenzaron a ayudarlas.  En la época de los hechos, las altas autoridades 

estatales consideraban que esas mujeres ubicadas en el pabellón 1A eran miembros de 

organizaciones subversivas y ello determinaba, en gran medida, la actuación estatal.   

223.	Al analizar los hechos y sus consecuencias la Corte tomará en cuenta que las mu-

jeres se vieron afectadas por los actos de violencia de manera diferente a los hombres, 

que algunos actos de violencia se encontraron dirigidos específicamente a ellas y otros les 

afectaron en mayor proporción que a los hombres. Ha sido reconocido por diversos órga-

nos peruanos e internacionales que durante los conflictos armados las mujeres enfrentan 

situaciones específicas de afectación a sus derechos humanos, como lo son los actos de 
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violencia sexual, la cual en muchas ocasiones es utilizada como “un medio simbólico para 

humillar a la parte contraria”126.

224.	Es reconocido que durante los conflictos armados internos e internacionales las partes 

que se enfrentan utilizan la violencia sexual contra las mujeres como un medio de castigo 

y represión. La utilización del poder estatal para violar los derechos de las mujeres en un 

conflicto interno, además de afectarles a ellas de forma directa, puede tener el objetivo de 

causar un efecto en la sociedad a través de esas violaciones y dar un mensaje o lección. 

225.	Al respecto, en su Informe Final la Comisión de la Verdad y Reconciliación del Perú 

afirmó que en el conflicto armado existió “una práctica […] de violaciones sexuales y 

violencia sexual contra mujeres principalmente”, la cual “es imputable […] en primer 

término a agentes estatales [… y] en menor medida a miembros de los grupos subversi-

vos”.  Asimismo, la CVR señaló que durante el referido conflicto  los actos de violencia 

sexual contra las mujeres tenían como objetivos castigar, intimidar, presionar, humillar y 

degradar a la población. 

226.	La Corte ha constatado que diversos actos que se dieron en el presente caso en 

perjuicio de las mujeres respondieron al referido contexto de violencia contra la mujer en 

dicho conflicto armado (infra párrs. 306 a 313).

[…]

XI.	Violación del Artículo 5 (Derecho a la Integridad 
Personal) de la Convención Americana en relación 
con el rtículo 1.1 de la misma, y en conexión con los 
Artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

270.	Asimismo, es relevante indicar que, en uno de sus informes, la Defensoría del Pueblo 

del Perú concluyó que el involucramiento de las mujeres en el conflicto armado cambió la 

percepción de la mujer y provocó “un trato más cruel y violento sobre aquellas mujeres 
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consideradas ‘sospechosas’”148. En este caso ya ha quedado probado que el ataque inició 

específicamente en el pabellón del penal ocupado por las internas acusadas o sentencia-

das por delitos de terrorismo y traición a la patria (supra párr. 197.13 y 197.20). 

[…]

276.	Asimismo, en cuanto a los referidos aspectos específicos de violencia contra la mu-

jer, esta Corte aplicará el artículo 5 de la Convención Americana y fijará sus alcances, to-

mando en consideración como referencia de interpretación las disposiciones pertinentes 

de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 

la Mujer, ratificada por el Perú el 4 de junio de 1996, y la Convención sobre Eliminación 

de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, ratificada por Perú el 13 de sep-

tiembre de 1982, vigente en la época de los hechos, ya que estos instrumentos comple-

mentan el corpus juris internacional en materia de protección de la integridad personal 

de las mujeres, del cual forma parte la Convención Americana155. 

A)	 Respecto de los internos 

1) Violaciones a la integridad personal de los internos como consecuencia del 

“Operativo Mudanza 1”

[…]

290.	El ataque inició contra el pabellón de mujeres 1A del Penal Miguel Castro Castro. Las 

internas que se encontraban en ese pabellón, incluidas las embarazadas, se vieron obliga-

das a huir del ataque en dirección al pabellón 4B. Este traslado fue especialmente peligroso 

por las condiciones del ataque antes descritas; las internas sufrieron diversas heridas. Un 

dato que muestra las condiciones extremas en que se desarrolló el ataque fue que las prisio-

neras tuvieron que arrastrarse pegadas al piso, y pasar por encima de cuerpos de personas 

fallecidas, para evitar ser alcanzadas por las balas. Esta circunstancia resultó particularmen-

te grave en el caso de las mujeres embarazadas quienes se arrastraron sobre su vientre.

291.	Estas características del ataque que vivieron las internas, quienes observaron la muerte 

de sus compañeras y vieron a mujeres embarazadas heridas arrastrándose por el suelo, ge-

neraron, como fue descrito por la testigo Gaby Balcázar, “un clima de desesperación entre 

las mujeres”, de forma tal que sentían que iban a morir. En igual sentido, la perito Deutsch 

concluyó que durante los cuatro días que duró el ataque “[l]os internos permanecieron con el 

terror de que iban a morir[, lo cual] originó un sufrimiento psicológico y emocional intenso”. 
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292.	Es importante aclarar que de la prueba aportada al Tribunal y de los testimonios 

de los internos se desprende que las internas embarazadas también fueron víctimas del 

ataque al penal. Las mujeres embarazadas que vivieron el ataque experimentaron un 

sufrimiento psicológico adicional, ya que además de haber visto lesionada su propia inte-

gridad física, padecieron sentimientos de angustia, desesperación y miedo por el peligro 

que corría la vida de sus hijos. Las internas embarazadas que han sido identificadas ante 

esta Corte son las señoras Eva Challco, quien aproximadamente un mes después del 

ataque tuvo a su hijo Said Gabriel Challco Hurtado; Vicenta Genua López, quien tenía 

cinco meses de embarazo; y Sabina Quispe Rojas, quien tenía ocho meses de embarazo 

(supra párr. 197.57). Al respecto, además de la protección que otorga el artículo 5 de la 

Convención Americana, es preciso señalar que el artículo 7 de la Convención de Belém 

do Pará señala expresamente que los Estados deben velar porque las autoridades y agen-

tes estatales se abstengan de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer. 

293. Con base en lo indicado anteriormente, este Tribunal considera que el Estado es 

responsable de la violación a la integridad física de los internos que resultaron heridos 

durante los hechos del 6 al 9 de mayo de 1992, lo cual constituyó una violación al artículo 

5 de la Convención Americana. Asimismo, la Corte considera que, en las circunstancias 

del presente caso, el conjunto de actos de agresión y las condiciones en que el Estado 

puso deliberadamente a los internos (los que fallecieron y los que sobrevivieron) duran-

te los días del ataque, que causaron en todos ellos un grave sufrimiento psicológico y 

emocional, constituyó una tortura psicológica inferida en agravio de todos los miembros 

del grupo, con violación de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, y 1, 6 

y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Además, esta 

Corte estima que la violación del derecho a la integridad personal de las señoras Eva 

Challco, Sabina Quispe Rojas y Vicenta Genua López se vio agravada por el factor de 

que se encontraban embarazadas, de forma tal que los actos de violencia les afectaron 

en mayor medida. Igualmente, la Corte considera que el Estado es responsable por los 

actos de tortura infligidos a Julia Marlene Olivos Peña, con violación del artículo 5.2 de la 

Convención Americana y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura.

[…]

2) Tratos recibidos por los internos con posterioridad al 9 de mayo de 1992 y 

durante los traslados a otros penales y a los hospitales

[…]
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298.	Entre las internas que estuvieron en las condiciones descritas había mujeres emba-

razadas. Los agentes estatales no tuvieron ninguna consideración respecto a la condición 

específica de éstas. (…) La posición boca abajo en que tuvieron que permanecer resulta 

particularmente grave en el caso de las mujeres embarazadas. Presenciar este trato hacia 

ellas generó mayor angustia entre los demás internos.

[…]

300.	La Corte considera que los tratos descritos en los párrafos precedentes constituye-

ron un tratamiento inhumano violatorio del artículo 5 de la Convención Americana. Esta 

violación se vio agravada respecto de aquellos internos que se encontraban heridos y 

respecto de las mujeres que se encontraban embarazadas.

3) Tratos recibidos en los centros de salud a los que fueron trasladados los inter-

nos durante el ataque o una vez terminado éste

[…]

303.	Con respecto al tratamiento que deben recibir las mujeres detenidas o arrestadas, el 

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha señalado que “no 

deben sufrir discriminación, y deben ser protegidas de todas las formas de violencia o explota-

ción”. Asimismo, ha indicado que las detenidas deben ser supervisadas y revisadas por oficia-

les femeninas y las mujeres embarazadas y en lactancia deben ser proveídas con condiciones 

especiales durante su detención159. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 

la Mujer ha señalado que dicha discriminación incluye la violencia basada en el sexo, “es decir, 

la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o que la afecta en forma desproporciona-

da”, y que abarca “actos que infligen daños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, 

amenazas de cometer esos actos, coacción y otras formas de privación de la libertad” 160.

304.	Se probó que en el Hospital de la Policía los internos heridos, quienes se encontra-

ban en deplorables condiciones, fueron además desnudados y obligados a permanecer 

sin ropa durante casi todo el tiempo que estuvieron en el hospital, que en algunos casos 

se prolongó durante varios días y en otros durante semanas, y se encontraron vigilados 

por agentes armados (supra párr. 197.49). 

305.	La Corte considera que todos los internos que fueron sometidos durante ese pro-

longado período a la referida desnudez forzada fueron víctimas de un trato violatorio de 

su dignidad personal. 
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306.	En relación con lo anterior, es preciso enfatizar que dicha desnudez forzada tuvo 

características especialmente graves para las seis mujeres internas que se ha acredita-

do que fueron sometidas a ese trato. Asimismo, durante todo el tiempo que perma-

necieron en este lugar a las internas no se les permitió asearse y, en algunos casos, 

para utilizar los servicios sanitarios debían hacerlo acompañadas de un guardia armado 

quien no les permitía cerrar la puerta y las apuntaba con el arma mientras hacían 

sus necesidades fisiológicas (supra párr. 197.49). El Tribunal estima que esas mujeres, 

además de recibir un trato violatorio de su dignidad personal, también fueron víctimas 

de violencia sexual, ya que estuvieron desnudas y cubiertas con tan solo una sábana, 

estando rodeadas de hombres armados, quienes aparentemente eran miembros de las 

fuerzas de seguridad del Estado. Lo que califica este tratamiento de violencia sexual es 

que las mujeres fueron constantemente observadas por hombres. La Corte, siguiendo 

la línea de la jurisprudencia internacional y tomando en cuenta lo dispuesto en la Con-

vención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, considera que 

la violencia sexual se configura con acciones de naturaleza sexual que se cometen en 

una persona sin su consentimiento, que además de comprender la invasión física del 

cuerpo humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto 

físico alguno161. 

307.	La Corte hace notar el contexto en el que fueron realizados dichos actos, ya que las 

mujeres que los sufrieron se hallaban sujetas al completo control del poder de agentes 

del Estado, absolutamente indefensas, y habían sido heridas precisamente por agentes 

estatales de seguridad. 

308.	El haber forzado a las internas a permanecer desnudas en el hospital, vigiladas por 

hombres armados, en el estado precario de salud en que se encontraban, constituyó 

violencia sexual en los términos antes descritos, que les produjo constante temor ante 

la posibilidad de que dicha violencia se extremara aún más por parte de los agentes de 

seguridad, todo lo cual les ocasionó grave sufrimiento psicológico y moral, que se añade 

al sufrimiento físico que ya estaban padeciendo a causa de sus heridas. Dichos actos de 

violencia sexual atentaron directamente contra la dignidad de esas mujeres. El Estado 

es responsable por la violación del derecho a la integridad personal consagrado en el 

artículo 5.2 de la Convención Americana, en perjuicio de las seis internas que sufrieron 

esos tratos crueles, cuyos nombres se encuentran incluidos en el Anexo 2 de víctimas de 

la presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma.

309.	Por otra parte, en el presente caso se ha probado que una interna que fue traslada-

da al Hospital de la Sanidad de la Policía fue objeto de una “inspección” vaginal dactilar, 
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realizada por varias personas encapuchadas a la vez, con suma brusquedad, bajo el pre-

texto de revisarla (supra párr. 197.50).

310.	Siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que impera tanto en el ámbito del 

Derecho Penal Internacional como en el Derecho Penal comparado, el Tribunal considera 

que la violación sexual no implica necesariamente una relación sexual sin consentimiento, 

por vía vaginal, como se consideró tradicionalmente. Por violación sexual también debe 

entenderse actos de penetración vaginales o anales, sin consentimiento de la víctima, 

mediante la utilización de otras partes del cuerpo del agresor u objetos, así como la pe-

netración bucal mediante el miembro viril.

311.	La Corte reconoce que la violación sexual de una detenida por un agente del Estado 

es un acto especialmente grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de 

la víctima y el abuso de poder que despliega el agente162. Asimismo, la violación sexual 

es una experiencia sumamente traumática que puede tener severas consecuencias163 y 

causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y emocional-

mente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que 

acontece en otras experiencias traumáticas164. 

312.	Con base en lo anterior, y tomando en cuenta lo dispuesto en el artículo 2 de la 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, este Tribunal concluye 

que los actos de violencia sexual a que fue sometida una interna bajo supuesta “ins-

pección” vaginal dactilar (supra párr. 309) constituyeron una violación sexual que por 

sus efectos constituye tortura. Por lo tanto, el Estado es responsable por la violación 

del derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5.2 de la Convención 

Americana, así como por la violación de los artículos 1, 6 y 8 de la referida Convención 

Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de la interna indicada 

en el Anexo 2 de víctimas de la presente Sentencia que para estos efectos forma parte 

de la misma.

313.	La Relatora Especial de la ONU para la Violencia contra las Mujeres ha establecido, 

refiriéndose a la violencia contra las mujeres en el contexto de un conflicto armado, que 

la “[l]a agresión sexual a menudo se considera y practica como medio para humillar 

al adversario” y que “las violaciones sexuales son usadas por ambas partes como un 

acto simbólico”165. Este Tribunal reconoce que la violencia sexual contra la mujer tiene 

consecuencias físicas, emocionales y psicológicas devastadoras para ellas166, que se ven 

agravadas en los casos de mujeres detenidas167. 
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4) Condiciones generales de detención a las que fueron sometidos los internos 

con posterioridad al “Operativo Mudanza 1”

[…]

316.	En el análisis de la gravedad de los actos que puedan constituir tratos crueles, in-

humanos o degradantes o tortura es preciso ponderar todas las circunstancias del caso, 

tales como la duración de los tratos, sus efectos físicos y mentales, y en algunos casos, el 

sexo, la edad y el estado de salud de la víctima, entre otros174. 

[…]

318.	A la luz de los anteriores criterios, y con base en el acervo probatorio del caso, este 

Tribunal examinará el conjunto de condiciones de detención y de tratamiento a las que 

fueron sometidos los internos en los centros penales a los que fueron trasladados o reubi-

cados después del “Operativo Mudanza 1” (supra párr. 197.44).  

319.	Dentro de las graves condiciones de detención se encuentran (supra párr. 197.51 y 

197.52): ubicación en celdas en condiciones de hacinamiento que no permitían adecua-

da movilidad ni aseguraban condiciones razonables de higiene y salud, sin acceso a luz 

natural o artificial; precarias condiciones de alimentación; falta de atención médica ade-

cuada y de suministro de medicinas, no obstante que había internos heridos y otros que 

adquirieron enfermedades en la cárcel; falta de ropa de abrigo, inclusive para quienes 

estaban en la cárcel de Yanamayo en donde las temperaturas descienden varios grados 

bajo cero; severo régimen de incomunicación; desatención de las necesidades fisiológicas 

de la mujer al negarles materiales de aseo personal, como jabón, papel higiénico, toallas 

sanitarias y ropa íntima para cambiarse; desatención de las necesidades de salud pre y 

post natal; prohibición de dialogar entre sí, leer, estudiar y realizar trabajos manuales. El 

daño y sufrimiento experimentados por las mujeres en general y especialmente las muje-

res embarazadas y por las internas madres resultó particularmente grave en los términos 

que se describen más adelante (infra párrs. 330 a 332).

[…]

322. En seguida la Corte hará referencia a algunos parámetros y dictámenes en relación 

con tales condiciones de detención y trato a los internos. Asimismo, se analizará las con-

secuencias especiales que tuvieron algunas de ellas en las mujeres en general, las mujeres 

embarazadas y las internas madres. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2010. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. 
Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

https://www.cejil.org/ 

Libro completo en: https://goo.gl/LN1cKq



Vi
ol

en
ci

a 
de

 G
én

er
o

12

323.	En cuanto a la incomunicación, la Corte ya se ha referido en otros casos a los efectos 

que causa en los internos178, y ha indicado, inter alia, que el “aislamiento prolongado y 

la incomunicación coactiva son, por sí mismos, tratamientos crueles e inhumanos, lesivos 

de la integridad psíquica y moral de la persona y del derecho al respeto de la dignidad 

inherente al ser humano”179. Asimismo, ha establecido que la incomunicación sólo pue-

de utilizarse de manera excepcional, tomando en cuenta los graves efectos que genera, 

pues “el aislamiento del mundo exterior produce en cualquier persona sufrimientos mo-

rales y perturbaciones psíquicas, la coloca en una situación de particular vulnerabilidad y 

acrecient[a] el riesgo de agresión y arbitrariedad en las cárceles”180. En igual sentido, la 

Corte Europea de Derechos Humanos ha determinado que el aislamiento sensorial total 

usado en conjunto con el aislamiento social total puede destruir la personalidad de un 

individuo; y por tanto constituye un tratamiento inhumano que no puede ser justificado 

aduciendo necesidad en seguridad181.

[…]

330.	La incomunicación severa tuvo efectos particulares en las internas madres. Diversos 

órganos internacionales han enfatizado la obligación de los Estados de tomar en consi-

deración la atención especial que deben recibir las mujeres por razones de maternidad, lo 

cual implica, entre otras medidas, asegurar que se lleven a cabo visitas apropiadas entre 

madre e hijo. La imposibilidad de comunicarse con sus hijos ocasionó un sufrimiento 

psicológico adicional a las internas madres.

331.	También afectó a las mujeres la desatención de sus necesidades fisiológicas (supra 

párr. 319). El Comité Internacional de la Cruz Roja ha establecido que el Estado debe 

asegurar que “las condiciones sanitarias [en los centros de detención] sean adecuadas 

para mantener la higiene y la salud [de las prisioneras], permitiéndoles acceso regular a 

retretes y permitiéndoles que se bañen y que limpien su ropa regularmente”186. Asimis-

mo, dicho Comité también determinó que se deben realizar arreglos especiales para las 

detenidas en período menstrual, embarazadas, o acompañadas por sus hijos187. La comi-

sión de esos excesos causó sufrimiento especial y adicional a las mujeres detenidas.

332.	Quedó probado que en el caso de las internas Eva Challco y Sabina Quispe Rojas 

el Estado desatendió sus necesidades básicas de salud pre natal, y que con respecto a la 

última tampoco le brindó atención médica post natal (supra párr. 197.57), lo cual implicó 

una violación adicional a la integridad personal de éstas.

333.	Este Tribunal considera que el conjunto de condiciones de detención y de tratamien-
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to a las que fueron sometidos los internos en los centros penales donde se les trasladó o 

reubicó con posterioridad al llamado “Operativo Mudanza 1”, constituyó tortura física y 

psicológica infligida a todos ellos, con violación de los artículos 5.2 de la Convención Ame-

ricana, y 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

B)	 Respecto de los familiares de los internos

[…]

340.	Finalmente, de la prueba se ha determinado que 25 familiares de los internos su-

frieron debido a la estricta incomunicación y restricción de visitas que aplicó el Estado 

a los internos con posterioridad al ataque al penal (supra párr. 197.54 y 197.56). Este 

sufrimiento implicó una violación a la integridad psíquica de tales familiares. (…)

341.	La Corte considera que este tipo de medidas de incomunicación causó una par-

ticular afectación en los niños por la privación del contacto y relación con sus madres 

internas, y por ello presume dicho sufrimiento respecto de los hijos de las internas que 

tenían menos de 18 años de edad en la época de la incomunicación (supra párrs. 197.54 

y 197.56). Se ha probado que se encontraba en tal condición Yovanka Ruth Quispe Quis-

pe, hija de la interna Sabina Virgen Quispe Rojas, y Gabriel Said Challco Hurtado, hijo 

de la interna Eva Challco (supra párr. 197.57). Debido a que la Corte no cuenta con la 

prueba necesaria para determinar la identidad de todos los hijos de las internas que en 

esa época eran menores de 18 años, es preciso que dichas personas se presenten ante las 

autoridades competentes del Estado, dentro de los 8 meses siguientes a la notificación 

de esta Sentencia y demuestren su filiación y edad que determine que estuvieron en el 

referido supuesto y, por tanto, son víctimas de dicha violación.

[…]

Obligación de investigar efectivamente los hechos 

343.	El análisis de la obligación de investigar efectivamente los hechos violatorios del 

derecho a la integridad personal se realiza tomando en cuenta los parámetros a los que 

la Corte hizo referencia en los párrafos 253 a 256 de la presente Sentencia.  

344.	En particular, respecto de la obligación de garantizar el derecho reconocido en el 

artículo 5 de la Convención Americana, la Corte ha señalado que ésta implica el deber 

del Estado de investigar posibles actos de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2010. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. 
Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

https://www.cejil.org/ 

Libro completo en: https://goo.gl/LN1cKq



Vi
ol

en
ci

a 
de

 G
én

er
o

14

degradantes190. Asimismo, en virtud de que el Perú ratificó el 4 de junio de 1996 la Con-

vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 

a partir de esa fecha debía observar lo dispuesto en el artículo 7.b de dicho tratado, que 

le obliga a actuar con la debida diligencia para investigar y sancionar dicha violencia. La 

obligación de investigar también se ve reforzada por lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 

8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, de acuerdo a los 

cuales el Estado se encuentra obligado a “tomar […] medidas efectivas para prevenir y 

sancionar la tortura en el ámbito de su jurisdicción”, así como para “prevenir y sancionar 

[…] otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”.  Asimismo, de acuerdo a lo 

dispuesto en el artículo 8 de esta Convención 

cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto 

de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados partes garantizarán que sus 

respectivas autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar una investiga-

ción sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal.

345.	En igual sentido, el Tribunal ha señalado anteriormente que: 

a la luz de la obligación general de garantizar a toda persona bajo su jurisdicción los 

derechos humanos consagrados en la Convención, establecida en el artículo 1.1 de 

la misma, en conjunto con el derecho a la integridad personal conforme al artículo 

5 (Derecho a la Integridad Personal) de dicho tratado, existe la obligación estatal de 

iniciar de oficio e inmediatamente una investigación efectiva que permita identificar, 

juzgar y sancionar a los responsables, cuando existe denuncia o razón fundada para 

creer que se ha cometido un acto de tortura191.

346.	En el presente caso, la Corte considera que por los hechos declarados como violato-

rios del derecho a la integridad personal surgió para el Estado la obligación de investigar 

las afectaciones del mismo, la cual deriva del artículo 1.1 de la Convención Americana 

en conjunto con el referido derecho sustantivo protegido en el artículo 5 de la misma, 

aplicando las referidas disposiciones de la Convención Interamericana para Prevenir, San-

cionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y de la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura.  Dichas disposiciones son aplicables al caso ya que especi-

fican y complementan las obligaciones que tiene el Estado con respecto al cumplimiento 

de los derechos consagrados en la Convención Americana.  

[…]
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XV.	 Violación de los Artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana (Garantías Judiciales y Protección 
Judicial) en relación con el Artículo 1.1 de la misma, 
y en conexión con los Artículos 7 de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer, y 1, 6 y 8 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

377.	De acuerdo a las obligaciones internacionales contraídas por el Perú, éste tiene 

el deber de garantizar el derecho de acceso a la justicia de acuerdo a lo establecido en 

la Convención Americana, pero además conforme a las obligaciones específicas que le 

imponen las Convenciones especializadas que ha suscrito y ratificado en materia de pre-

vención y sanción de la tortura y de la violencia contra la mujer (supra párr. 376).

378.	Para cumplir con la obligación de investigar el Estado debe observar lo indicado 

en el párrafo 256 de esta Sentencia, en el sentido de que “una vez que las autoridades 

estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación, una 

investigación seria, imparcial y efectiva”. Asimismo, en virtud de que el Perú ratificó el 

4 de junio de 1996 la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer, debe observar lo dispuesto en el artículo 7.b de dicho tratado, 

que le obliga a actuar con la debida diligencia para investigar y sancionar dicha violencia. 

(…)

379.	De acuerdo a lo dispuesto en el párrafo anterior, la Corte analizará si el Estado ha 

cumplido con su obligación de investigar dispuesta en los artículos 8 y 25 de la Conven-

ción Americana, aplicando las referidas disposiciones de la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y de la Convención Intera-

mericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  Dichas disposiciones son aplicables al caso 

ya que especifican y complementan las obligaciones que tiene el Estado con respecto al 

cumplimiento de los derechos consagrados en la Convención Americana.  

[…]
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381.	La Corte ha sostenido que, según la Convención Americana, los Estados Partes están 

obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los de-

rechos humanos (artículo 25), que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas 

del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de 

los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por 

la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1)197.

[…]

394.	Esta Corte ha establecido que “[s]egún el derecho internacional las obligaciones 

que éste impone deben ser cumplidas de buena fe y no puede invocarse para su incum-

plimiento el derecho interno”201. Por ello, el Estado debe adoptar todas las medidas que 

sean necesarias para cumplir la obligación de investigar todos los hechos constitutivos 

de las violaciones a los derechos humanos declaradas en esta Sentencia y para ello debe 

tomar en cuenta lo resuelto por esta Corte en la presente Sentencia, incluyendo las 

consideraciones realizadas sobre las víctimas de los hechos, los derechos que se decla-

raron violados y la determinación de la gravedad y magnitud de los mismos. Ello implica 

también que el Estado tome en consideración la gravedad de los hechos constitutivos de 

violencia contra la mujer, teniendo en consideración las obligaciones que le imponen los 

tratados que ha ratificado en esa materia. 

[…]

404.	Por lo tanto, la Corte encuentra que hay evidencia para sostener que las muertes y 

torturas cometidas contra las víctimas de este caso por agentes estatales, por las razones 

referidas en párrafos precedentes constituyen crímenes de lesa humanidad. La prohibi-

ción de cometer estos crímenes es una norma de ius cogens, y, por tanto, el Estado tiene 

el deber de no dejar impunes estos delitos y para ello debe utilizar los medios, instru-

mentos y mecanismos nacionales e internacionales para la persecución efectiva de tales 

conductas y la sanción de sus autores, con el fin de prevenirlas y evitar que queden en la 

impunidad208. 

[…]

408.	Por todo lo anterior, este Tribunal estima que los procedimientos internos abiertos 

en el presente caso no han constituido recursos efectivos para garantizar un verdadero 

acceso a la justicia por parte de las víctimas, dentro de un plazo razonable, que abarque 

el esclarecimiento de los hechos, la investigación y, en su caso, la sanción de los res-
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ponsables y la reparación de las violaciones a la vida e integridad.  Por ello, el Estado es 

responsable por la violación de los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en 

relación con la obligación contenida en el artículo 1.1 de la misma, en conexión con los 

artículos 7.b de Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-

cia contra la Mujer, y 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 

la Tortura, en perjuicio de los familiares inmediatos de los 41 internos fallecidos, de los 

internos sobrevivientes y de los familiares de los internos determinados en los párrafos 

336, 337, 340 y 341 del Capítulo sobre violación a la integridad personal e identificados 

en el Anexo 2 de víctimas de la presente Sentencia que para estos efectos forma parte de 

la misma.

[…]

La Corte Declara,

Por unanimidad, que:

[…]

3.	 El Estado violó el derecho a la vida consagrado en el artículo 4 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en per-

juicio de los 41 internos fallecidos identificados, cuyos nombres se encuentran incluidos 

en el Anexo 1 de víctimas de la presente Sentencia que para estos efectos forma parte de 

ésta, en los términos de los párrafos 231 a 258 de la misma.

4.	 El Estado violó el derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5.1 y 

5.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 

1.1 de dicho tratado, y en conexión con los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Intera-

mericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de los 41 internos fallecidos 

identificados y de los internos que sobrevivieron, cuyos nombres se encuentran incluidos 

en el Anexo 2 de víctimas de la presente Sentencia que para estos efectos forma parte de 

ésta, en los términos de los párrafos 262 a 350 de la misma.

5.	 El Estado violó el derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5.1 de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la 

misma, en perjuicio de los familiares de los internos determinados en los párrafos 336, 337, 

340 y 341 e identificados en el Anexo 2 de víctimas de la presente Sentencia que para estos 

efectos forma parte de ésta, en los términos de los párrafos 334 a 350 de la misma.
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6.	 El Estado violó los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial con-

sagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Huma-

nos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en conexión con los artículos 7.b) de 

la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 

Mujer, y 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, 

en perjuicio de los familiares inmediatos de los 41 internos fallecidos identificados, de los 

internos sobrevivientes y de los familiares de los internos determinados en los párrafos 

336, 337, 340 y 341 e identificados en el Anexo 3 de víctimas de la presente Sentencia 

que para estos efectos forma parte de ésta, en los términos de los párrafos 372 a 408 de 

la misma.

7.	 Esta Sentencia constituye per se una forma de reparación.

[…]

Notas
1	 Cfr. Caso del Centro Penitenciario Región Capital Yare I y II, Medidas Provisionales. Resolución de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos de 30 de marzo de 2006, Considerando noveno; Caso del Internado 

Judicial de Monagas (La Pica), Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos de 9 de febrero de 2006, Considerando noveno; y Caso de la Cárcel de Urso Branco, Medidas 

Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 18 de junio de 2002, Consi-

derando octavo. 

35	 Cfr. Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, CVR, suscrito el 27 de agosto de 2003 en 

la ciudad de Lima, Perú, Tomo VII, sección 2.68, Las ejecuciones extrajudiciales en el penal Canto Grande, 

pág. 769 (expediente de anexos a la demanda, anexo 6, correspondiente a un disco compacto).

36	 Cfr. Fotografías del penal Miguel Castro Castro (expediente de anexos a la demanda, anexo 256, folios 

2796 a 2823); y mapa del penal Miguel Castro Castro (expediente de anexos a la demanda, anexo 254, 

folios 2781 a 2787).

37	 Cfr. Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, CVR, suscrito el 27 de agosto de 2003 en la 

ciudad de Lima, Perú, Tomo V, sección 2.22, Las cárceles, pág. 703 y Tomo VII, sección 2.68, Las ejecuciones 

extrajudiciales en el penal Canto Grande, pág. 771 (expediente de anexos a la demanda, anexo 6, corres-

pondiente a un disco compacto); y alegato del Estado durante la audiencia pública celebrada ante la Corte 

Interamericana los días 26 y 27 de junio de 2006.

38	 Cfr. Listados de internos recluidos en los pabellones 1A y 4B del Penal Miguel Castro Castro (expediente 

de apéndice y anexos a la demanda, anexos 13, 14 y 15, folios 167 a 262); y alegato del Estado durante la 

audiencia pública celebrada ante la Corte Interamericana los días 26 y 27 de junio de 2006.

39	 Cfr. Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, CVR, suscrito el 27 de agosto de 2003 en 

la ciudad de Lima, Perú, Tomo VII, sección 2.68, Las ejecuciones extrajudiciales en el penal Canto Grande, 
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pág. 770 (expediente de anexos a la demanda, anexo 6, correspondiente a un disco compacto).

40	 Cfr. Diversas declaraciones testimoniales rendidas por internos sobrevivientes y familiares de internos sobre-

vivientes y fallecidos (expedientes de anexos a la demanda, anexos entre el 82 y el 246, folios entre el 1226 

y el 2732); diversos formularios de declaraciones escritas rendidas por internos sobrevivientes y familiares 

de internos sobrevivientes y fallecidos (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos, anexos 

entre el 317 y el 412, folios entre el 3643 y el 4933); declaración testimonial rendida por Gaby Balcázar 

Medina en la audiencia pública celebrada ante la Corte Interamericana los días 26 y 27 de junio de 2006; y 

diversos formularios de declaraciones rendidas por internos sobrevivientes y familiares de internos sobrevi-

vientes y fallecidos (prueba presentada por el otro grupo de representantes de las presuntas víctimas y sus 

familiares).

42	 Cfr. Decreto Ley Nº 25421 expedido por el Presidente de la República del Perú el 6 de abril de 1992, artículo 

2 (expediente de anexos a la demanda, anexo 7, folio 74).

43	 Cfr. Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, CVR, suscrito el 27 de agosto de 2003 en la 

ciudad de Lima, Perú, Tomo VII, sección 2.68, Las ejecuciones extrajudiciales en el penal Canto Grande, pág. 

771 (expediente de anexos a la demanda, anexo 6, correspondiente a un disco compacto).

44	 Cfr. Sentencia emitida por la Sala Nacional de Terrorismo de la Corte Suprema de Justicia del Perú el 3 de 

febrero de 2004 (expediente de anexos a la demanda, anexo 274, folio 3221); y diversas declaraciones 

testimoniales rendidas por las internas sobrevivientes (expediente de anexos a la demanda, anexos entre el 

83 y el 112, folios entre el 1237 y el 1482).

45	 Cfr. Sentencia emitida por la Sala Nacional de Terrorismo de la Corte Suprema de Justicia del Perú el 3 de 

febrero de 2004 (expediente de anexos a la demanda, anexo 274, folio 3235); y alegato del Estado durante 

la audiencia pública ante la Corte Interamericana celebrada los días 26 y 27 de mayo de 2006.

125	 Cfr. Caso del Centro Penitenciario Región Capital Yare I y II, Medidas Provisionales. Resolución de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos de 30 de marzo de 2006, Considerando noveno; Caso del Internado 

Judicial de Monagas (La Pica), Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos de 9 de febrero de 2006, Considerando noveno; y Caso de la Cárcel de Urso Branco, Medidas 

Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 18 de junio de 2002, Consi-

derando octavo.  

126	 Cfr. O.N.U., Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 11 período de sesiones. Reco-

mendación general 19 “La violencia contra la mujer”. Doc. HRI/GEN/1/Rev. 1at84 (1994), párr. 16; O.N.U., 

Comisión de Derechos Humanos, 57 período de sesiones de 2001, Informe de la Sra. Radica Cooma-

raswamy, Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, 

presentado de conformidad con la resolución 2000/45 de la Comisión de Derechos Humanos, “La violencia 

contra la mujer perpetrada y/o condonada por el Estado en tiempos de conflicto armado (1997- 2000)”, E/

CN.4/2001/73, párr. 44; y Defensoría del Pueblo del Perú. Informe Defensorial Nº 80, Violencia Política en el 

Perú: 1980-1986 un acercamiento desde la perspectiva de género, capítulo IV, págs. 34, 35 y 45.

148	 Cfr. Defensoría del Pueblo del Perú. Informe Defensorial Nº 80, Violencia Política en el Perú: 1980-1996, 

pág. 33.
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155	 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 21, párr. 166;  Caso “Instituto de Reeducación del 

Menor”, supra nota 127, párr. 172; Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A Nº 

118, párr. 120; y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 152, párr. 194.

159	 Cfr. O.N.U., Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, Adoptadas por el Primer Congreso de las 

Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, 

y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 

2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977, párrs. 23 y 53. 

160	 Cfr. O.N.U., Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 11 período de sesiones. Reco-

mendación general 19 “La violencia contra la mujer”. Doc. HRI/GEN/1/Rev. 1at84 (1994), párr. 6.

161	 Cfr. ICTR, Caso Prosecutor v. Jean-Paul Akayesu. Sentencia del 2 de septiembre de 1998. Caso Nº ICTR-96-

4-T, párr. 688. 

162	 Cfr. Eur.C.H.R., Caso Aydin v. Turkey (GC). Sentencia del 25 de septiembre de 1997, App. Nº 57/1996/676/866, 

párr. 83.

163	 Cfr. O.N.U., Comisión de Derechos Humanos. 50 período de sesiones. Cuestión de los derechos humanos 

de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión, y en particular la tortura y otros 

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Informe del Relator Especial, Sr. Nigel S. Rodley, presen-

tado con arreglo a la resolución 1992/32 de la Comisión de Derechos Humanos. Doc. E/CN.4/1995/34 del 

12 de enero de 1995, párr. 19.

164	 Cfr. Eur.C.H.R., Caso Aydin v. Turkey (GC), Sentencia del 25 de septiembre de 1997, App. Nº 57/1996/676/866, 

párr. 83. 

165	 Cfr. O.N.U., Comisión de Derechos Humanos, 54 período de sesiones. Informe presentado por la Sra. 

Radhika Coomaraswamy, Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y 

consecuencias, de conformidad con la resolución 1997/44 de la Comisión. Doc. E/CN.4/1998/54 del 26 de 

enero de 1998, párrs. 12 y 13.

166 	 Cfr. O.N.U., Comisión de Derechos Humanos, 54 período de sesiones. Informe de la Sra. Radhika Cooma-

raswamy, Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, 

de conformidad con la resolución 1997/44 de la Comisión. Doc. E/CN.4/1998/54 del 26 de enero de 1998, 

párr. 14.

167 	 Cfr. Presentación oral ante la Comisión de Derechos Humanos del Relator Especial de Naciones Unidas 

sobre Tortura, Peter Kooijmans, incluida en: U.N., Commission on Human Rights. 48º session. Summary 

Record of the 21st Meeting, Doc. E/CN.4/1992/SR.21 of February 21, 1992, para. 35; y O.N.U., Comisión 

de Derechos Humanos. 50 período de sesiones. Cuestión de los derechos humanos de todas las personas 

sometidas a cualquier forma de detención o prisión, y en particular la tortura y otros tratos o penas crue-

les, inhumanos o degradantes. Informe del Relator Especial, Sr. Nigel S. Rodley, presentado con arreglo 

a la resolución 1992/32 de la Comisión de Derechos Humanos. Doc. E/CN.4/1995/34 del 12 de enero de 

1995, párr. 16. 

174 	 Cfr. Caso Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 21, párr. 113; Caso Bámaca Velásquez. Sentencia de 25 

de noviembre de 2000. Serie C Nº 70, párr. 162; y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), 
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supra nota 152, párr. 176. En igual sentido cfr. Eur.C.H.R., Caso Akta v. Turkey (3rd), Sentencia del 24 de abril 

de 2003, App. Nº 24351/94, párr. 312; y Eur.C.H.R., Caso Ireland v. the United Kingdom (GC), Sentencia del 

18 de enero de 1978, App. Nº 5310/71, párr. 162.

178 	 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia), supra nota 128, párr. 94; Caso Raxcacó Reyes, supra 

nota 171, párr. 95 y 96; y Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 168, párr. 103.

179 	 Cfr. Caso De la Cruz Flores, supra nota 157, párr. 128; Caso Maritza Urrutia, supra nota 150, párr. 87; y Caso 

Bámaca Velásquez, supra nota 174, párr. 150.

180	 Cfr. Caso De la Cruz Flores, supra nota 157, párr. 129; Caso Maritza Urrutia, supra nota 150, párr. 87; y Caso 

Bámaca Velásquez, supra nota 174, párr. 150.

181		 Cfr. Eur.C.H.R., Caso Öcalan v. Turkey (GC), Sentencia del 12 de mayo de 2005, App. Nº 46221/99, párr. 

191.  

186 	 Cfr. International Committee of the Red Cross. Women Facing War: ICRC Study on the Impact of Armed 

Conflict on Women, 2001, sec. III, ref. 0798 y disponible a http://www.icrc.org.  En el mismo sentido, cfr. 

O.N.U., Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, Adoptadas por el Primer Congreso de las Na-

ciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y 

aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 

(LXII) de 13 de mayo de 1977, párrs. 15-19. 

187 	 Cfr. International Committee of the Red Cross. Women Facing War: ICRC Study on the Impact of Armed 

Conflict on Women,  2001, ref. 0798 y disponible a http://www.icrc.org, sección III.  En el mismo sentido, 

Cfr. O.N.U., Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, Adoptadas por el Primer Congreso de las 

Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, 

y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 

2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977, párr. 23.

190	 Cfr. Caso Vargas Areco, supra nota 3, párr. 78; Caso Ximenes Lopes, supra nota 3, párr. 147; y Caso de la 

Comunidad Moiwana vs. Suriname. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C Nº 124, párr. 92.

191	 Cfr. Caso Vargas Areco, supra nota 3, párr. 79; Caso Gutiérrez Soler, supra nota 147, párr. 54; y Caso 

Baldeón García, supra nota 21, párr. 156. En el mismo sentido, cfr. Eur.C.H.R., Caso Ilhan v. Turkey (GC), 

Sentencia de 27 de junio de 2000, App. Nº 22277/93, párrs. 92 y 93; y Eur.C.H.R., Caso Assenov and others 

v. Bulgaria, Sentencia de 28 de octubre de 1998, App. Nº 90/1997/874/1086, párr. 102.

197	 Cfr. Caso Goiburú y otros, supra nota 5, párr. 110; Caso Servellón García y otros, supra nota 3, párr. 147; y 

Caso Ximenes Lopes, supra nota 3, párr. 175.

201 		 Cfr. Responsabilidad Internacional por Expedición y Aplicación de Leyes Violatorias de la Convención (Arts. 

1 y 2 Convención Americana Sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-14/94 del 9 de diciembre 

de 1994, Serie A Nº 14, párr. 35; y Caso Almonacid Arellano y otros, supra nota 15, párr. 125.

208 	 Cfr. Caso Goiburú y otros, supra nota 5, párr. 128.  
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[…]

I.	 Introducción de la Causa y Objeto de la Controversia

1.	 El 4 de noviembre de 2007 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 

adelante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) presentó, de conformidad con 

los artículos 51 y 61 de la Convención, una demanda contra los Estados Unidos Mexica-

nos (en adelante “el Estado” o “México”), a partir de la cual se inició el presente caso.  

(...) 

2.	 La demanda se relaciona con la supuesta responsabilidad internacional del Estado 

por “la desaparición y ulterior muerte” de las jóvenes Claudia Ivette González, Esmeralda 

Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez (en adelante “las jóvenes González, 

Herrera y Ramos”), cuyos cuerpos fueron encontrados en un campo algodonero de Ciu-

dad Juárez el día 6 de noviembre de 2001. Se responsabiliza al Estado por “la falta de 

medidas de protección a las víctimas, dos de las cuales eran menores de edad; la falta de 

prevención de estos crímenes, pese al pleno conocimiento de la existencia de un patrón 

de violencia de género que había dejado centenares de mujeres y niñas asesinadas; la 

falta de respuesta de las autoridades frente a la desaparición […]; la falta de debida di-

ligencia en la investigación de los asesinatos […], así como la denegación de justicia y la 

falta de reparación adecuada”.

3.	 La Comisión solicitó a la Corte que declare al Estado responsable por la violación de 

los derechos consagrados en los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad 

Personal), 8 (Garantías Judiciales), 19 (Derechos del Niño) y 25 (Protección Judicial) de la 

Convención, en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 (Obligación 

de Respetar los Derechos) y 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno) de 

la misma, y el incumplimiento de las obligaciones que derivan del artículo 7 de la Con-

vención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (en adelante 

“Convención Belém do Pará”). La demanda fue notificada al Estado el 21 de diciembre 

de 2007 y a los representantes el 2 de enero de 2008.

[…]
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Vii.	 Sobre la Violencia y Discriminación contra la Mujer 
en este Caso Artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho 
a la Integridad Personal), 7 (Derecho a la Libertad 
Personal), 8 (Garantías Judiciales), 19 (Derechos del 
Niño) y 25 (Protección Judicial) en relación con los 
Artículos 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) y 
2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno)
de la Convención Americana y con el Artículo 7 de la 
Convención Belém do Pará

[…]

112. La controversia planteada exige que la Corte analice el contexto que rodeó a los 

hechos del caso y las condiciones en las cuales dichos hechos pueden ser atribuidos al 

Estado y comprometer, en consecuencia, su responsabilidad internacional derivada de 

la presunta violación de los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana, en relación 

con los artículos 1.1 y 2 de la misma y con el artículo 7 de la Convención Belém do Pará. 

Asimismo, a pesar del allanamiento efectuado por el Estado, subsiste la necesidad de pre-

cisar la entidad y gravedad de las violaciones ocurridas respecto a los artículos 8.1 y 25.1 

de la Convención, en conexión con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado y el artículo 7 de 

la Convención Belém do Pará. Para ello, el Tribunal pasará a realizar las consideraciones 

de hecho y de derecho pertinentes, analizando las obligaciones de respeto, garantía y no 

discriminación del Estado.

1.	 Antecedentes contextuales

1.1.	Ciudad Juárez

113.	Ciudad Juárez está ubicada en el Norte del estado de Chihuahua, exactamente en 

la frontera con El Paso, Texas. Su población es de más de 1.200.000 habitantes63. Se 

caracteriza por ser una ciudad industrial -en donde se ha desarrollado particularmente la 

industria maquiladora- y de tránsito de migrantes, mexicanos y extranjeros64. El Estado, 

así como diversos informes nacionales e internacionales, hacen mención a una serie de 

factores que convergen en Ciudad Juárez, como las desigualdades sociales65 y la proximi-

dad de la frontera internacional66, que han contribuido al desarrollo de diversas formas 

de delincuencia organizada, como el narcotráfico67, la trata de personas68, el tráfico de 

armas69 y el lavado de dinero70, incrementando así los niveles de inseguridad y violen-

cia71.
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1.2.	Fenómeno de homicidios de mujeres y cifras

114.	La Comisión y los representantes alegaron que desde 1993 existe un aumento sig-

nificativo en el número de desapariciones y homicidios de mujeres y niñas en Ciudad 

Juárez. Según la Comisión, “Ciudad Juárez se ha convertido en el foco de atención de la 

comunidad nacional como internacional debido a la situación particularmente crítica de 

la violencia contra las mujeres imperante desde 1993 y la deficiente respuesta del Estado 

ante estos crímenes”. 

115.	El Estado, reconoció “la problemática que enfrenta por la situación de violencia con-

tra las mujeres en Ciudad Juárez[,] particularmente, los homicidios que se han registrado 

desde principios de los 90s del siglo pasado”.

[…]

121.	La Corte toma nota de que no existen conclusiones convincentes sobre las cifras 

en cuanto a homicidios y desapariciones de mujeres en Ciudad Juárez, pero observa que 

de cualquier forma son alarmantes. Más allá de los números, que aún cuando son muy 

significativos no son suficientes para entender la gravedad del problema de violencia que 

viven algunas mujeres en Ciudad Juárez, los alegatos de las partes, así como la prueba 

aportada por éstas, apuntan a un fenómeno complejo, aceptado por el Estado (supra 

párr. 115), de violencia contra las mujeres desde el año 1993, que ha sido caracterizado 

por factores particulares que esta Corte considera importante resaltar.

1.3.	Víctimas

122.	En primer lugar, la Comisión y los representantes alegaron que las víctimas eran 

mujeres jóvenes de 15 a 25 años de edad, estudiantes o trabajadoras de maquilas o de 

tiendas u otras empresas locales, y que algunas vivían en Ciudad Juárez desde hacía rela-

tivamente poco tiempo. El Estado no se pronunció al respecto.

123.	Los alegatos de los demandantes encontraron sustento en diversos informes de 

entidades nacionales e internacionales que establecen que las víctimas de los homicidios 

parecen ser predominantemente mujeres jóvenes98, incluyendo niñas99, trabajadoras -so-

bretodo de maquilas-100, de escasos recursos101, estudiantes102 o migrantes103.
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1.4.	 Modalidad

124. En segundo lugar, la Comisión y los representantes alegaron que un número con-

siderable de los homicidios presentaron signos de violencia sexual. Según un informe 

de la Fiscalía Especial, algunos de los homicidios y las desapariciones desde 1993 “han 

presentado características y/o patrones conductuales similares”104.

125.	Diversos informes establecen los siguientes factores en común en varios de los ho-

micidios: las mujeres son secuestradas y mantenidas en cautiverio105, sus familiares de-

nuncian su desaparición106 y luego de días o meses sus cadáveres son encontrados en 

terrenos baldíos107 con signos de violencia, incluyendo violación u otros tipos de abusos 

sexuales, tortura y mutilaciones108. 

126.	En cuanto a las características sexuales de los homicidios, el Estado alegó que según 

cifras del año 2004, alrededor del 26% de los homicidios obedecía a actos de índole 

sexual violento.

127.	Por su parte, aunque la Fiscalía Especial concluyó que la mayoría de los homicidios 

de mujeres en Ciudad Juárez fueron independientes unos de otros y que, por tanto, eran 

cometidos en circunstancias de tiempo, modo y ocasión distintos109, hasta el año 2005 esta 

institución “logró determinar que el número de casos en los que se present[ó] el patrón 

conductual que ha[bía] identificado el fenómeno denominado ‘Muertas de Juárez’, e[ra] de 

alrededor [d]el 30% de los 379 homicidios identificados”, o sea alrededor de 113 mujeres. 

Asimismo, la Comisión para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad 

Juárez (en adelante la “Comisión para Ciudad Juárez”) señaló que, aunque seguían guar-

dando discrepancias en cuanto a cifras absolutas, distintos informes coincidieron en que 

una tercera parte del total de los homicidios de mujeres eran aquéllos clasificados como 

sexuales y/o seriales, estos últimos “son aqu[é]llos donde se repite un patrón en el que por 

lo general la víctima no conoce a su victimario y es privada de su libertad y sometida a veja-

ciones y sufrimientos múltiples, hasta la muerte”110. Los informes del CEDAW y de Amnistía 

Internacional también coincidieron en que alrededor de un tercio de los homicidios tenían 

un componente de violencia sexual o características similares111.

1.5.	Violencia basada en género

128.	Según los representantes, el tema de género es el común denominador de la violen-

cia en Ciudad Juárez, la cual “sucede como culminación de una situación caracterizada 

por la violación reiterada y sistemática de los derechos humanos”. Alegaron que “niñas y 
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mujeres son violentadas con crueldad por el solo hecho de ser mujeres y sólo en algunos 

casos son asesinadas como culminación de dicha violencia pública y privada”.

129.	El Estado señaló que los homicidios “tienen causas diversas, con diferentes autores, 

en circunstancias muy distintas y con patrones criminales diferenciados, pero se encuen-

tran influenciados por una cultura de discriminación contra la mujer”. Según el Estado, 

uno de los factores estructurales que ha motivado situaciones de violencia contra las 

mujeres en Ciudad Juárez es la modificación de los roles familiares que generó la vida 

laboral de las mujeres. El Estado explicó que desde 1965 empezó en Ciudad Juárez el 

desarrollo de la industria maquiladora, el cual se intensificó en 1993 con el Tratado de 

Libre Comercio con América del Norte. Señaló que, al dar preferencia a la contratación 

de mujeres, las maquiladoras causaron cambios en la vida laboral de éstas, lo cual impac-

tó también su vida familiar porque “los roles tradicionales empezaron a modificarse, al 

ser ahora la mujer la proveedora del hogar”. Esto, según el Estado, llevó a conflictos al 

interior de las familias porque la mujer empezó a tener la imagen de ser más competitiva 

e independiente económicamente112. Además, el Estado citó el Informe del CEDAW para 

señalar que “[e]ste cambio social en los papeles de las mujeres no ha sido acompañado 

de un cambio en las actitudes y las mentalidades tradicionales -el cariz patriarcal- mante-

niéndose una visión estereotipada de los papeles sociales de hombres y mujeres”.

130.	Otros factores mencionados por el Estado como generadores de violencia y margi-

nación son la falta de servicios públicos básicos en las zonas marginadas; el narcotráfico, 

tráfico de armas, criminalidad, lavado de dinero y trata de personas que se dan en Ciudad 

Juárez por ser una ciudad fronteriza; el consumo de drogas; el alto índice de deserción 

escolar, y la existencia de “numerosos agresores sexuales” y “efectivos militares […] pro-

venientes de conflictos armados” en la cercana ciudad de El Paso.

[…]

132.	La Corte toma nota de que a pesar de la negación del Estado en cuanto a la existen-

cia de algún tipo de patrón en los motivos de los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez, 

éste señaló ante el CEDAW que “están influenciados por una cultura de discriminación 

contra la mujer basada en una concepción errónea de su inferioridad115”. También cabe 

destacar lo señalado por México en su Informe de Respuesta al CEDAW, en relación a las 

acciones concretas realizadas para mejorar la situación de subordinación de la mujer en 

México y en Ciudad Juárez:

debe reconocerse que una cultura fuertemente arraigada en estereotipos, cuya pie-

dra angular es el supuesto de la inferioridad de las mujeres, no se cambia de la no-
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che a la mañana. El cambio de patrones culturales es una tarea difícil para cualquier 

gobierno. Más aún cuando los problemas emergentes de la sociedad moderna: 

alcoholismo, drogadicción, tráfico de drogas, pandillerismo, turismo sexual, etc., 

contribuyen a agudizar la discriminación que sufren varios sectores de las socieda-

des, en particular aquellos que ya se encontraban en una situación de desventaja, 

como es el caso de las mujeres, los y las niñas, los y las indígenas116.

133.	Distintos informes coinciden en que aunque los motivos y los perpetradores de los 

homicidios en Ciudad Juárez son diversos, muchos casos tratan de violencia de género 

que ocurre en un contexto de discriminación sistemática contra la mujer117. Según Am-

nistía Internacional, las características compartidas por muchos de los casos demuestran 

que el género de la víctima parece haber sido un factor significativo del crimen, influ-

yendo tanto en el motivo y el contexto del crimen como en la forma de la violencia a la 

que fue sometida”118. El Informe de la Relatoría de la CIDH señala que la violencia contra 

las mujeres en Ciudad Juárez “tiene sus raíces en conceptos referentes a la inferioridad 

y subordinación de las mujeres”119. A su vez, el CEDAW resalta que la violencia de gé-

nero, incluyendo los asesinatos, secuestros, desapariciones y las situaciones de violencia 

doméstica e intrafamiliar “no se trata de casos aislados, esporádicos o episódicos de 

violencia, sino de una situación estructural y de un fenómeno social y cultural enraizado 

en las costumbres y mentalidades” y que estas situaciones de violencia están fundadas 

“en una cultura de violencia y discriminación basada en el género”120.

134.	Por su parte, la Relatora sobre la Violencia contra la Mujer de la ONU explica que la 

violencia contra la mujer en México sólo puede entenderse en el contexto de “una des-

igualdad de género arraigada en la sociedad”. La Relatora se refirió a “fuerzas de cambio 

que ponen en entredicho las bases mismas del machismo”, entre las que incluyó la incorpo-

ración de las mujeres a la fuerza de trabajo, lo cual proporciona independencia económica y 

ofrece nuevas oportunidades de formarse. Estos factores, aunque a la larga permitan a las 

mujeres superar la discriminación estructural, pueden exacerbar la violencia y el sufrimiento 

a corto plazo. La incapacidad de los hombres para desempeñar su papel tradicionalmente 

machista de proveedores de sustento conduce al abandono familiar, la inestabilidad en las 

relaciones o al alcoholismo, lo que a su vez hace más probable que se recurra a la violencia. 

Incluso los casos de violación y asesinato pueden interpretarse como intentos desesperados 

por aferrarse a normas discriminatorias que se ven superadas por las cambiantes condicio-

nes socioeconómicas y el avance de los derechos humanos121. 

135.	Por otro lado, la Comisión para Ciudad Juárez destacó que el énfasis de la Fiscalía 

Especial en la violencia intrafamiliar y en la grave descomposición social como razones 
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para los crímenes sexuales, no rescata “los elementos de discriminación por género de la 

violencia que específicamente afecta a las mujeres”, lo cual, “amalgama la violencia de 

género como parte de la violencia social, sin ahondar en la forma como afecta específi-

camente a las mujeres”122.

136.	Por su parte, el Informe de la Comisión resaltó las características sexuales de los ho-

micidios y señaló que “[s]i bien no se conoce con suficiente certeza la magnitud de estos 

aspectos del problema, las pruebas recogidas en determinados casos indican vínculos 

con la prostitución o el tráfico con fines de explotación sexual” y que “[e]n ambos casos 

pueden darse situaciones de coacción y abuso de mujeres que trabajan en el comercio 

sexual o se ven forzadas a participar en él”123.

1.6. Sobre el alegado feminicidio

[…]

143.	En el presente caso, la Corte, (…), utilizará la expresión “homicidio de mujer por 

razones de género”, también conocido como feminicidio.

144.	Para efectos de este caso, la Corte considera que, teniendo en cuenta la prueba y 

argumentación sobre prueba obrante en el expediente, no es necesario ni posible pro-

nunciarse de manera definitiva sobre cuáles homicidios de mujeres en Ciudad Juárez 

constituyen homicidios de mujeres por razones de género, más allá de los homicidios de 

las tres víctimas del presente caso. Por esta razón, se referirá a los casos de Ciudad Juárez 

como homicidios de mujeres, aunque entienda que algunos o muchos de éstos puedan 

haber sido cometidos por razones de género y que la mayoría han ocurrido dentro de un 

contexto de violencia contra la mujer.

145.	En cuanto a las muertes producidas en el presente caso, la Corte analizará en seccio-

nes posteriores, conforme a la prueba aportada por las partes, si constituyen homicidios 

de mujeres por razones de género.

[…]

1.7.1 Irregularidades en las investigaciones y en los procesos

147.	Aunque el Estado reconoció la comisión de irregularidades en la investigación y pro-

cesamiento de los homicidios de mujeres entre los años 1993 y 2003 (…), no especificó 
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cuáles fueron las irregularidades que encontró en las investigaciones y en los procesos 

realizados durante esos años. Sin embargo, la Corte toma nota de lo señalado al respecto 

por el Informe de la Relatora de la CIDH:

El Estado mexicano, por su parte, admite que se cometieron errores durante los 

primeros cinco años en que se vio confrontado con esos asesinatos. Reconoce, por 

ejemplo, que no fue infrecuente que la Policía le dijera a un familiar que tratara de 

informar la desaparición de una niña que volviera a las 48 horas, siendo evidente 

que había cosas que investigar. Tanto los representantes del Estado como de enti-

dades no estatales señalaron que las autoridades de Ciudad Juárez solían desechar 

las denuncias iniciales, manifestando que la víctima habría salido con un novio y no 

tardaría en volver al hogar. La PGJE mencionó también falta de capacidad técnica y 

científica y de capacitación, en esa época, por parte de los miembros de la Policía Ju-

dicial. Autoridades del Estado de Chihuahua señalaron que las fallas eran tales que 

en 25 casos, que databan de los primeros años de los asesinatos, los “expedientes” 

eran poco más que bolsas que contenían una serie de huesos, lo que prácticamente 

no servía de base para avanzar en la investigación135.

[…]

150.	Conforme a la prueba aportada, las irregularidades en las investigaciones y en 

los procesos incluyen la demora en la iniciación de las investigaciones139, la lentitud 

de las mismas o inactividad en los expedientes140, negligencia e irregularidades en la 

recolección y realización de pruebas y en la identificación de víctimas141, pérdida de 

información142, extravío de piezas de los cuerpos bajo custodia del Ministerio Público143, 

y la falta de contemplación de las agresiones a mujeres como parte de un fenómeno 

global de violencia de género144. Según el Relator sobre la independencia judicial de la 

ONU, luego de una visita a Ciudad Juárez en el 2001, “[l]e sorprendió la absoluta inefi-

cacia, incompetencia, indiferencia, insensibilidad y negligencia de la policía que había 

llevado hasta entonces las indagaciones”145. Por su parte, la Fiscalía Especial señaló en 

su informe del 2006 que de 139 averiguaciones previas analizadas, en más del 85% 

se detectaron responsabilidades atribuibles a servidores públicos, graves deficiencias y 

omisiones que “entorpecieron la resolución de los homicidios ahí relacionados, provo-

cando impunidad”146.
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1.7.2. Actitudes discriminatorias de las autoridades

[…]

152.	[Al respecto,] el Estado señaló que la cultura de discriminación de la mujer “con-

tribuyó a que tales homicidios no fueran percibidos en sus inicios como un problema de 

magnitud importante para el cual se requerían acciones inmediatas y contundentes por 

parte de las autoridades competentes”147. El Tribunal observa que aunque el Estado no 

señaló este reconocimiento en el trámite ante la Corte, sí remitió el documento en el 

que consta tal reconocimiento148, siendo parte del acervo probatorio que será analizado 

conforme a las reglas de la sana crítica. 

[…]

1.7.3.	 Falta de esclarecimiento

[…]

158.	La Corte observa que diversos informes coinciden en que la falta de esclarecimiento 

de los crímenes es una característica de los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez que 

reviste especial importancia. El Informe de la Relatoría de la CIDH del 2003 señaló que la 

gran mayoría de los casos siguen impunes154. Asimismo, según el CEDAW “una cultura 

de impunidad se ha enraizado que permitió y foment[ó] terribles violaciones de los dere-

chos humanos”, y según la Oficina de Drogas y Delitos de la ONU señaló que los diferen-

tes factores complejos del fenómeno criminal en Ciudad Juárez “han puesto a prueba un 

sistema de por sí insuficiente, que ha sido manifiestamente desbordado por un desafío 

criminal para el que no estaba preparado, dando lugar a un colapso institucional que ha 

determinado la impunidad generalizada de los responsables de los crímenes”155.

[…]

161.	Un aspecto relacionado recogido por los informes es que el número de sentencias y 

la pena impuesta son más bajos cuando se trata de los homicidios de mujeres con caracte-

rísticas sexuales. Sobre este punto, según cifras aportadas por el Estado ante la Comisión 

Interamericana, de 229 casos de homicidios de mujeres entre 1993 y 2003160, 159 fueron 

casos con móviles diferentes al sexual y de éstos, 129 habían “concluido”, mientras que 

de 70 casos de homicidios de mujeres con móvil sexual, sólo habían “concluido” 24161. 

Es importante señalar que el Estado no especificó qué entiende por “concluidos”162 y que 
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sobre el mismo punto en su respuesta al informe del CEDAW estableció que de los 92 

delitos sexuales ocurridos hasta el 2004 sólo en 4 casos se había dictado sentencia163.

[…]

163.	Finalmente, la Corte observa que algunos informes señalan que la impunidad está 

relacionada con la discriminación contra la mujer. Así, por ejemplo, el Informe de la 

Relatora de la CIDH concluyó que “[c]uando los perpetradores no son responsabilizados 

-como en general ha ocurrido en Ciudad Juárez- la impunidad confirma que esa violencia 

y discriminación es aceptable, lo cual fomenta su perpetuación”167. En similar sentido, la 

Relatora sobre ejecuciones extrajudiciales de la ONU expresó que: “los sucesos de Ciudad 

Juárez son el típico ejemplo de delito sexista favorecido por la impunidad”168.

1.8.	Conclusiones de la Corte

164.	De todo lo expuesto anteriormente, la Corte concluye que desde 1993 existe en Ciu-

dad Juárez un aumento de homicidios de mujeres, habiendo por lo menos 264 víctimas 

hasta el año 2001 y 379 hasta el 2005. Sin embargo, más allá de las cifras, sobre las cuales la 

Corte observa no existe firmeza, es preocupante el hecho de que algunos de estos crímenes 

parecen presentar altos grados de violencia, incluyendo sexual, y que en general han sido in-

fluenciados, tal como lo acepta el Estado, por una cultura de discriminación contra la mujer, 

la cual, según diversas fuentes probatorias, ha incidido tanto en los motivos como en la mo-

dalidad de los crímenes, así como en la respuesta de las autoridades frente a éstos. En este 

sentido, cabe destacar las respuestas ineficientes y las actitudes indiferentes documentadas 

en cuanto a la investigación de dichos crímenes, que parecen haber permitido que se haya 

perpetuado la violencia contra la mujer en Ciudad Juárez. La Corte constata que hasta el año 

2005 la mayoría de los crímenes seguían sin ser esclarecidos, siendo los homicidios que pre-

sentan características de violencia sexual los que presentan mayores niveles de impunidad.

2.	  Hechos del caso

2.1.	Desapariciones de las víctimas

165.	Laura Berenice Ramos Monárrez tenía 17 años de edad y era estudiante del quinto 

semestre de la preparatoria. La última noticia que se conocía de ella era una llamada 

que hizo a una amiga el sábado 22 de septiembre de 2001 para avisar que estaba lista 

para ir a una fiesta169. La denuncia instaurada señalaba que desapareció el martes 25 de 

septiembre de 2001, sin que se ofrezcan más detalles170.
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166.	Claudia Ivette González tenía 20 años de edad y trabajaba en una empresa maqui-

ladora. Según una amiga cercana, “casi siempre salía con el tiempo limitado ya que le 

ayudaba a su hermana con el cuidado de su hija menor, motivo por el cual llegaba a veces 

tarde”171 al trabajo. El 10 de octubre de 2001 llegó dos minutos tarde a la maquila, por 

lo que le fue impedida la entrada172. Ese mismo día desapareció173.

167.	Esmeralda Herrera Monreal tenía 15 años de edad y contaba con “grado de instruc-

ción tercero de secundaria”174. Desapareció el lunes 29 de octubre del 2001, luego de 

salir de la casa en la que trabajaba como empleada doméstica175.

[…]

2.4.	 Alegados estereotipos proyectados por los funcionarios hacia los familiares de 

las víctimas

[…]

198.	La madre de la joven Herrera declaró que, al interponer la denuncia, las autoridades 

le dijeron que su hija “no está desaparecida, anda con el novio o anda con los amigos de 

vaga”222, “que si le pasaba eso era porque ella se lo buscaba, porque una niña buena, 

una mujer buena, está en su casa”223.

199.	La madre de la joven González indicó que cuando acudieron a presentar el reporte 

de desaparición, un funcionario habría dicho a una amiga de su hija que “seguro se ha-

bía ido con el novio, porque las muchachas eran muy ‘voladas’ y se les aventaban a los 

hombres”224. La madre también señaló que cuando fueron a poner la denuncia le dijeron 

que “a lo mejor se fue con el novio, que a lo mejor al rato regresaba”225.

200.	Por su parte, la madre de la joven Ramos indicó que los agentes policiales le dijeron 

que ella tenía que buscar a su hija porque “todas las niñas que se pierden, todas […] se 

van con el novio o quieren vivir su vida solas”226. Agregó que en una ocasión solicitó a los 

agentes policiales para que la acompañaran a un salón de baile a buscar a su hija y que 

ellos le habrían dicho “no señora, es muy tarde, nosotros ya tenemos que ir a descansar 

y usted espere el momento en que le toque para buscar a Laura”, y palmeando su espal-

da habrían manifestado: “vaya usted para que se relaje, tómese unas heladas a nuestra 

salud, porque nosotros no podemos acompañarla”227.

201.	El Estado no controvirtió estas declaraciones de las madres de las víctimas.
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202.	De otra parte, el testimonio de la señora Delgadillo Pérez, respecto al desempeño 

de las autoridades en el presente caso, indica que “[s]e determina[ba] la responsabili-

dad o no de la víctima, de acuerdo al rol social que a juicio del investigador tenía en la 

sociedad. Esto quiere decir que si la mujer asesinada le gustaba divertirse, salir a bailar, 

tenía amigos y una vida social, es considerada en parte, como responsable por lo que 

sucedió”228. Según la testigo “[e]n ese entonces la autoridad estigmatizaba a las víctimas 

de desaparición por el hecho de ser mujeres”, siendo el pretexto que “andaban con el 

novio” o “andaban de locas”, “[s]e llegó también a culpar a las madres por permitir que 

sus hijas anduvieran solas o que salieran por la noche”229.

203.	La Corte resalta que el testimonio de la señora Delgadillo Pérez, así como las decla-

raciones de las madres y familiares de las víctimas, concuerdan con el contexto descrito 

por diversas instancias nacionales e internacionales, en el cual funcionarios y autoridades 

“minimizaban el problema” y denotaban “ausencia de interés y vocación por atender y 

remediar una problemática social grave” (…).

[…]

207.	[De otra parte, ] la Corte constata que el formato en el que los familiares denunciaban 

la desaparición requería información sobre las “preferencias sexuales” de las víctimas233.

208.	El Tribunal considera que en el presente caso, los comentarios efectuados por fun-

cionarios en el sentido de que las víctimas se habrían ido con su novio o que tendrían una 

vida reprochable y la utilización de preguntas en torno a la preferencia sexual de las víc-

timas constituyen estereotipos. De otra parte, tanto las actitudes como las declaraciones 

de los funcionarios demuestran que existía, por lo menos, indiferencia hacia los familiares 

de las víctimas y sus denuncias.

[…]

3.	 La violencia contra la mujer en el presente caso

[…]

224.	Antes de analizar la posible responsabilidad internacional del Estado en este caso, 

la Corte considera pertinente establecer si la violencia que sufrieron las tres víctimas 

constituye violencia contra la mujer según la Convención Americana y la Convención 

Belém do Pará.
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225.	En el caso Penal Castro Castro vs. Perú, la Corte se refirió a algunos alcances del 

artículo 5 de la Convención Americana en cuanto a los aspectos específicos de violencia 

contra la mujer, considerando como referencia de interpretación las disposiciones perti-

nentes de la Convención Belém do Pará y la Convención sobre Eliminación de todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer, ya que estos instrumentos complementan el 

corpus juris internacional en materia de protección de la integridad personal de las muje-

res, del cual forma parte la Convención Americana248.

226.	La Convención Belém do Pará define la violencia contra la mujer como “cualquier 

acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 

sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”249.

227.	Esta Corte ha establecido “que no toda violación de un derecho humano cometida 

en perjuicio de una mujer conlleva necesariamente una violación de las disposiciones de 

la Convención de Belém do Pará”250.

228.	En el presente caso, la Corte toma nota, en primer lugar, del reconocimiento del Estado 

con respecto a la situación de violencia contra la mujer en Ciudad Juárez (…) así como su se-

ñalamiento con respecto a que los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez “se encuentran 

influenciados por una cultura de discriminación contra la mujer” (supra párr. 129).

229.	En segundo lugar, el Tribunal observa lo establecido supra (párr. 133) en cuanto 

a que los informes de la Relatoría de la CIDH, del CEDAW y de Amnistía Internacional, 

entre otros, señalan que muchos de los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez son 

manifestaciones de violencia basada en género.

230.	En tercer lugar, las tres víctimas de este caso eran mujeres jóvenes, de escasos recur-

sos, trabajadoras o estudiantes, como muchas de las víctimas de los homicidios en Ciudad 

Juárez (supra párr. 123). Las mismas fueron hechas desaparecer y sus cuerpos aparecieron 

en un campo algodonero. Se ha tenido como probado que sufrieron graves agresiones 

físicas y muy probablemente violencia sexual de algún tipo antes de su muerte. 

231.	Todo esto lleva a la Corte a concluir que las jóvenes González, Ramos y Herrera fue-

ron víctimas de violencia contra la mujer según la Convención Americana y la Convención 

Belém do Pará. Por los mismos motivos, el Tribunal considera que los homicidios de las víc-

timas fueron por razones de género y están enmarcados dentro de un reconocido contexto 

de violencia contra la mujer en Ciudad Juárez. Corresponde ahora analizar si la violencia 

perpetrada contra las víctimas, que terminó con sus vidas, es atribuible al Estado.
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4.	 Deber de respeto, garantía y no discriminación de los derechos consagrados 

en los Artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana y acceso a la justicia confor-

me a los Artículos 8 y 25 de la misma

[…]

234.	El Tribunal ha establecido que, de acuerdo con el artículo 1.1 de la Convención, 

los Estados están obligados a respetar y garantizar los derechos humanos reconocidos 

en ella. La responsabilidad internacional del Estado se funda en actos u omisiones de 

cualquier poder u órgano de éste, independientemente de su jerarquía, que violen la 

Convención Americana254.

235.	En cuanto al deber de respeto, la Corte ha sostenido que la primera obligación 

asumida por los Estados Partes, en los términos del citado artículo, es la de “respetar los 

derechos y libertades” reconocidos en la Convención. Así, en la protección de los dere-

chos humanos, está necesariamente comprendida la noción de la restricción al ejercicio 

del poder estatal255.

236.	Sobre la obligación de garantía la Corte ha establecido que puede ser cumplida de 

diferentes maneras, en función del derecho específico que el Estado deba garantizar y 

de las particulares necesidades de protección256. Esta obligación implica el deber de los 

Estados de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras 

a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean 

capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos257. 

Como parte de dicha obligación, el Estado está en el deber jurídico de “prevenir, razo-

nablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente con los 

medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su ju-

risdicción a fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes 

y de asegurar a la víctima una adecuada reparación”258. Lo decisivo es dilucidar “si una 

determinada violación […] ha tenido lugar con el apoyo o la tolerancia del poder público 

o si éste ha actuado de manera que la trasgresión se haya cumplido en defecto de toda 

prevención o impunemente”259. 

237. Corresponde entonces al Tribunal verificar si México cumplió con sus obligaciones 

de respetar y garantizar los derechos a la vida, la integridad personal y a la libertad per-

sonal de las jóvenes González, Ramos y Herrera.

[…]
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4.2.	Deber de garantía

[…]

248.	Corresponde ahora al Tribunal analizar si el Estado previno adecuadamente la des-

aparición, vejámenes y muerte sufridas por las tres víctimas y si investigó las mismas con 

debida diligencia. En otras palabras, si cumplió con el deber de garantía de los artículos 

4, 5 y 7 de la Convención Americana, conforme al artículo 1.1 de la misma y al artículo 

7 de la Convención Belém do Pará, que complementa el corpus juris internacional en 

materia de prevención y sanción de la violencia contra la mujer266, y si permitió un acceso 

a la justicia a los familiares de las tres víctimas, conforme lo estipulan los artículos 8.1 y 

25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma.

4.2.1.	 Deber de prevención de los derechos a la libertad personal, integridad 

personal y vida de las víctimas

[…]

252.	La Corte ha establecido que el deber de prevención abarca todas aquellas medidas 

de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de 

los derechos humanos y que aseguren que las eventuales violaciones a los mismos sean 

efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, como tal, es suscep-

tible de acarrear sanciones para quien las cometa, así como la obligación de indemnizar 

a las víctimas por sus consecuencias perjudiciales. Es claro, a su vez, que la obligación 

de prevenir es de medio o comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el 

mero hecho de que un derecho haya sido violado267.

253.	La Convención Belém do Pará define la violencia contra la mujer (supra párr. 226) y 

en su artículo 7.b obliga a los Estados Partes a utilizar la debida diligencia para prevenir, 

sancionar y erradicar dicha violencia.

254.	Desde 1992 el CEDAW estableció que “los Estados también pueden ser responsa-

bles de actos privados si no adoptan medidas con la diligencia debida para impedir la 

violación de los derechos o para investigar y castigar los actos de violencia e indemnizar 

a las víctimas”268. En 1993 la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la 

mujer de la Asamblea General de las Naciones Unidas instó a los Estados a “[p]roceder 

con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación nacional, 

castigar todo acto de violencia contra la mujer, ya se trate de actos perpetrados por el 
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Estado o por particulares”269 y lo mismo hizo la Plataforma de Acción de la Conferencia 

Mundial sobre la Mujer de Beijing270. En el 2006 la Relatora Especial sobre violencia con-

tra la mujer de la ONU señaló que “[t]omando como base la práctica y la opinio juris […] 

se puede concluir que hay una norma del derecho internacional consuetudinario que 

obliga a los Estados a prevenir y responder con la debida diligencia a los actos de violencia 

contra la mujer”271.

255.	En el caso Maria a Penha vs. Brasil (2000), presentado por una víctima de violencia 

doméstica, la Comisión Interamericana aplicó por primera vez la Convención Belém do 

Pará y decidió que el Estado había menoscabado su obligación de ejercer la debida dili-

gencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia doméstica, al no condenar y san-

cionar al victimario durante quince años pese a las reclamaciones oportunamente efec-

tuadas272. La Comisión concluyó que dado que la violación forma parte de un “patrón 

general de negligencia y falta de efectividad del Estado”, no sólo se violaba la obligación 

de procesar y condenar, sino también la de prevenir estas prácticas degradantes273. 

256.	De otra parte, la Relatoría Especial sobre la violencia contra la mujer de la ONU ha 

proporcionado directrices sobre qué medidas deben tomar los Estados para cumplir con 

sus obligaciones internacionales de debida diligencia en cuanto a prevención, a saber: 

ratificación de los instrumentos internacionales de derechos humanos; garantías consti-

tucionales sobre la igualdad de la mujer; existencia de leyes nacionales y sanciones admi-

nistrativas que proporcionen reparación adecuada a las mujeres víctimas de la violencia; 

políticas o planes de acción que se ocupen de la cuestión de la violencia contra la mujer; 

sensibilización del sistema de justicia penal y la policía en cuanto a cuestiones de género, 

accesibilidad y disponibilidad de servicios de apoyo; existencia de medidas para aumentar 

la sensibilización y modificar las políticas discriminatorias en la esfera de la educación y 

en los medios de información, y reunión de datos y elaboración de estadísticas sobre la 

violencia contra la mujer274.

257.	Asimismo, según un Informe del Secretario General de la ONU:

Es una buena práctica hacer que el entorno físico sea seguro para las mujeres, y se han 

utilizado comunitarias auditorías de seguridad para detectar los lugares peligrosos, 

examinar los temores de las mujeres y solicitar a las mujeres sus recomendaciones 

para mejorar su seguridad. La prevención de la violencia contra la mujer debe ser un 

elemento explícito en la planificación urbana y rural y en el diseño de los edificios y 

residencias. Forma parte de la labor de prevención el mejoramiento de la seguridad 

del transporte público y los caminos que emplean las mujeres, por ejemplo hacia las 

escuelas e instituciones educacionales, los pozos, los campos y las fábricas275.
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258.	De todo lo anterior, se desprende que los Estados deben adoptar medidas integrales 

para cumplir con la debida diligencia en casos de violencia contra las mujeres. En parti-

cular, deben contar con un adecuado marco jurídico de protección, con una aplicación 

efectiva del mismo y con políticas de prevención y prácticas que permitan actuar de una 

manera eficaz ante las denuncias. La estrategia de prevención debe ser integral, es decir, 

debe prevenir los factores de riesgo y a la vez fortalecer las instituciones para que puedan 

proporcionar una respuesta efectiva a los casos de violencia contra la mujer. Asimismo, 

los Estados deben adoptar medidas preventivas en casos específicos en los que es eviden-

te que determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas de violencia. Todo esto debe 

tomar en cuenta que en casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además 

de las obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana, una obligación 

reforzada a partir de la Convención Belém do Pará. La Corte pasará ahora a analizar las 

medidas adoptadas por el Estado hasta la fecha de los hechos del presente caso para 

cumplir con su deber de prevención.

[…]

273. La Corte observa que informes nacionales e internacionales coinciden en que la pre-

vención de los casos de homicidios de mujeres en Ciudad Juárez, así como la respuesta 

frente a ellos, ha sido ineficaz e insuficiente 291 (…).

[…]

277.	Según los hechos del presente caso, las víctimas González, Ramos y Herrera eran 

mujeres jóvenes de 20, 17 y 15 años respectivamente, todas humildes, una estudiante, 

las otras dos trabajadoras. Salieron de su casa un día y sus cuerpos fueron encontrados 

días o semanas más tarde en un campo algodonero con signos de violencia sexual y 

demás maltratos. En los días entre sus desapariciones y el hallazgo de sus cuerpos, sus 

madres y familiares acudieron a las autoridades en busca de respuestas, pero se encontra-

ron con juicios de valor respecto al comportamiento de las víctimas y con ninguna acción 

concreta destinada a encontrarlas con vida aparte de la recepción de declaraciones.

278.	La Corte ha dado por probado y el Estado ha reconocido que en el año 2001 Ciudad 

Juárez vivía una fuerte ola de violencia contra las mujeres. Los hechos del caso revelan 

paralelos significativos con el contexto probado.

279.	A pesar de que el Estado tenía pleno conocimiento del riesgo que corrían las muje-

res de ser objeto de violencia, no demostró haber adoptado medidas efectivas de preven-
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ción antes de noviembre de 2001 que redujeran los factores de riesgo para las mujeres. 

Aunque el deber de prevención sea uno de medio y no de resultado (…), el Estado no 

ha demostrado que la creación de la FEIHM y algunas adiciones a su marco legislativo, 

por más que fueran necesarias y demuestren un compromiso estatal, fueran suficientes y 

efectivas para prevenir las graves manifestaciones de la violencia contra la mujer que se 

vivía en Ciudad Juárez en la época del presente caso.

280.	Ahora bien, conforme a jurisprudencia de la Corte es claro que un Estado no 

puede ser responsable por cualquier violación de derechos humanos cometida entre 

particulares dentro de su jurisdicción. En efecto, las obligaciones convencionales de 

garantía a cargo de los Estados no implican una responsabilidad ilimitada de los Es-

tados frente a cualquier acto o hecho de particulares, pues sus deberes de adoptar 

medidas de prevención y protección de los particulares en sus relaciones entre sí se 

encuentran condicionados al conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato 

para un individuo o grupo de individuos determinado y a las posibilidades razonables 

de prevenir o evitar ese riesgo. Es decir, aunque un acto u omisión de un particular 

tenga como consecuencia jurídica la violación de determinados derechos humanos de 

otro particular, aquél no es automáticamente atribuible al Estado, pues debe atenderse 

a las circunstancias particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones de 

garantía296.

281.	En el presente caso, existen dos momentos claves en los que el deber de prevención 

debe ser analizado. El primero es antes de la desaparición de las víctimas y el segundo 

antes de la localización de sus cuerpos sin vida. 

282.	Sobre el primer momento -antes de la desaparición de las víctimas- la Corte consi-

dera que la falta de prevención de la desaparición no conlleva per se la responsabilidad 

internacional del Estado porque, a pesar de que éste tenía conocimiento de una situación 

de riesgo para las mujeres en Ciudad Juárez, no ha sido establecido que tenía conoci-

miento de un riesgo real e inmediato para las víctimas de este caso. Aunque el contexto 

en este caso y sus obligaciones internacionales le imponen al Estado una responsabilidad 

reforzada con respecto a la protección de mujeres en Ciudad Juárez, quienes se encon-

traban en una situación de vulnerabilidad, especialmente las mujeres jóvenes y humildes, 

no le imponen una responsabilidad ilimitada frente a cualquier hecho ilícito en contra de 

ellas. Finalmente, la Corte no puede sino hacer presente que la ausencia de una política 

general que se hubiera iniciado por lo menos en 1998 -cuando la CNDH advirtió del 

patrón de violencia contra la mujer en Ciudad Juárez-, es una falta del Estado en el cum-

plimiento general de su obligación de prevención.
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283.	En cuanto al segundo momento -antes del hallazgo de los cuerpos- el Estado, dado 

el contexto del caso, tuvo conocimiento de que existía un riesgo real e inmediato de que 

las víctimas fueran agredidas sexualmente, sometidas a vejámenes y asesinadas. La Corte 

considera que ante tal contexto surge un deber de debida diligencia estricta frente a de-

nuncias de desaparición de mujeres, respecto a su búsqueda durante las primeras horas 

y los primeros días. Esta obligación de medio, al ser más estricta, exige la realización ex-

haustiva de actividades de búsqueda. En particular, es imprescindible la actuación pronta 

e inmediata de las autoridades policiales, fiscales y judiciales ordenando medidas oportu-

nas y necesarias dirigidas a la determinación del paradero de las víctimas o el lugar donde 

puedan encontrarse privadas de libertad. Deben existir procedimientos adecuados para 

las denuncias y que éstas conlleven una investigación efectiva desde las primeras horas. 

Las autoridades deben presumir que la persona desaparecida está privada de libertad y 

sigue con vida hasta que se ponga fin a la incertidumbre sobre la suerte que ha corrido. 

284.	México no demostró haber adoptado las medidas razonables, conforme a las cir-

cunstancias que rodeaban a los casos, para encontrar a las víctimas con vida. El Estado 

no actuó con prontitud dentro de las primeras horas y días luego de las denuncias de 

desaparición, dejando perder horas valiosas. En el período entre las denuncias y el ha-

llazgo de los cuerpos de las víctimas, el Estado se limitó a realizar formalidades y a tomar 

declaraciones que, aunque importantes, perdieron su valor una vez éstas no repercutie-

ron en acciones de búsqueda específicas. Además, las actitudes y declaraciones de los 

funcionarios hacia los familiares de las víctimas que daban a entender que las denuncias 

de desaparición no debían ser tratadas con urgencia e inmediatez llevan al Tribunal razo-

nablemente a concluir que hubo demoras injustificadas luego de las presentaciones de 

las denuncias de desaparición. Todo esto demuestra que el Estado no actuó con la debida 

diligencia requerida para prevenir adecuadamente las muertes y agresiones sufridas por 

las víctimas y que no actuó como razonablemente era de esperarse de acuerdo a las 

circunstancias del caso para poner fin a su privación de libertad. Este incumplimiento del 

deber de garantía es particularmente serio debido al contexto conocido por el Estado -el 

cual ponía a las mujeres en una situación especial de vulnerabilidad- y a las obligaciones 

reforzadas impuestas en casos de violencia contra la mujer por el artículo 7.b de la Con-

vención Belém do Pará.

285.	Además, la Corte considera que el Estado no demostró haber adoptado normas o 

implementado las medidas necesarias, conforme al artículo 2 de la Convención Ameri-

cana y al artículo 7.c de la Convención Belém do Pará, que permitieran a las autoridades 

ofrecer una respuesta inmediata y eficaz ante las denuncias de desaparición y prevenir 

adecuadamente la violencia contra la mujer. Tampoco demostró haber adoptado normas 
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o tomado medidas para que los funcionarios responsables de recibir las denuncias tuvie-

ran la capacidad y la sensibilidad para entender la gravedad del fenómeno de la violencia 

contra la mujer y la voluntad para actuar de inmediato.

286.	En razón de todo lo expuesto, el Tribunal considera que el Estado violó los derechos 

a la vida, integridad personal y libertad personal reconocidos en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 

y 7.1 de la Convención Americana, en relación con la obligación general de garantía con-

templada en el artículo 1.1 y la obligación de adoptar disposiciones de derecho interno 

contemplada en el artículo 2 de la misma, así como con las obligaciones contempladas 

en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, en perjuicio de Claudia Ivette 

González, Laura Berenice Ramos Monárrez y Esmeralda Herrera Monreal.

4.2.2. Deber de investigar efectivamente los hechos, conforme a los Artículos 

8.1 y 25.1 de la Convención, derivado de la obligación de garantía de los dere-

chos a la vida, integridad personal y libertad personal

287.	De la obligación general de garantía de los derechos a la vida, integridad personal 

y libertad personal deriva la obligación de investigar los casos de violaciones de esos de-

rechos; es decir, del artículo 1.1 de la Convención en conjunto con el derecho sustantivo 

que debe ser amparado, protegido o garantizado297. Asimismo, México debe observar lo 

dispuesto en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, que obliga a actuar 

con la debida diligencia298 y a adoptar la normativa necesaria para investigar y sancionar 

la violencia contra la mujer. 

[…]

289.	El deber de investigar es una obligación de medio y no de resultado, que debe ser 

asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad 

condenada de antemano a ser infructuosa300. La obligación del Estado de investigar debe 

cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de hechos vuelvan a 

repetirse. En este sentido, la Corte recuerda que la impunidad fomenta la repetición de 

las violaciones de derechos humanos301.

290.	A la luz de ese deber, una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento del 

hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva 

por todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad y 

a la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual castigo de todos los autores de los 

hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales302.
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291.	De otra parte, la Corte ha advertido que esta obligación se mantiene “cualquiera 

sea el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, aún los particulares, 

pues, si sus hechos no son investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxi-

liados por el poder público, lo que comprometería la responsabilidad internacional del 

Estado”303.

292.	En tal sentido, en el marco de la obligación de proteger el derecho a la vida, la Corte 

Europea de Derechos Humanos ha desarrollado la teoría de la “obligación procesal” de 

efectuar una investigación oficial efectiva en casos de violaciones a aquél derecho304. La 

Corte Interamericana también ha aplicado esta teoría en diversos casos305.

293.	La Corte considera que el deber de investigar efectivamente, siguiendo los estánda-

res establecidos por el Tribunal (supra párrs. 287 a 291) tiene alcances adicionales cuando 

se trata de una mujer que sufre una muerte, maltrato o afectación a su libertad personal 

en el marco de un contexto general de violencia contra las mujeres. En similar sentido, 

la Corte Europea ha dicho que cuando un ataque es motivado por razones de raza, es 

particularmente importante que la investigación sea realizada con vigor e imparcialidad, 

teniendo en cuenta la necesidad de reiterar continuamente la condena de racismo por 

parte de la sociedad y para mantener la confianza de las minorías en la habilidad de las 

autoridades de protegerlas de la amenaza de violencia racial306. El criterio anterior es 

totalmente aplicable al analizarse los alcances del deber de debida diligencia en la inves-

tigación de casos de violencia por razón de género.

[…]

4.2.2.1. Alegadas irregularidades en la custodia de la escena del crimen, reco-

lección y manejo de evidencias, elaboración de las autopsias y en la identifica-

ción y entrega de los restos de las víctimas

[…]

306.	El Tribunal concluye que en el presente caso se presentaron irregularidades relacio-

nadas con: i) la falta de precisión de las circunstancias del hallazgo de los cadáveres; ii) la 

poca rigurosidad en la inspección y salvaguarda de la escena del crimen practicada por 

las autoridades; iii) el indebido manejo de algunas de las evidencias recolectadas, y iv) los 

métodos utilizados no fueron acordes para preservar la cadena de custodia.

[…]
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4.2.2.2. Alegadas irregularidades en la actuación seguida contra presuntos res-

ponsables y alegada fabricación de culpables

[…]

c) Alegadas irregularidades relacionadas con la fragmentación de los casos y la 

falta de investigación de los mismos en el marco de su contexto

[…]

366.	La jurisprudencia de la Corte ha señalado que ciertas líneas de investigación, 

cuando eluden el análisis de los patrones sistemáticos en los que se enmarcan cierto 

tipo de violaciones a los derechos humanos, pueden generar ineficacia en las investiga-

ciones397. 

[…]

368.	Los representantes no han presentado una clara argumentación y prueba suficiente 

que demuestre que el establecimiento de líneas de investigación concretas para cada uno 

de los ochos casos del campo algodonero pudo haber afectado la eficacia de las mismas. 

No obstante, el Tribunal considera que a pesar de que la individualización de las inves-

tigaciones puede, en teoría, incluso favorecer el avance de las mismas, el Estado debe 

ser conciente que éstas se enmarcan dentro de un contexto de violencia contra la mujer. 

Por ende, debe adoptar las providencias que sean necesarias para verificar si el homicidio 

concreto que investiga se relaciona o no con dicho contexto. La investigación con debida 

diligencia exige tomar en cuenta lo ocurrido en otros homicidios y establecer algún tipo 

de relación entre ellos. Ello debe ser impulsado de oficio, sin que sean las víctimas y sus 

familiares quienes tengan la carga de asumir tal iniciativa.

[…]

370.	Lo ocurrido en el presente caso es concordante con lo señalado previamente en el 

contexto respecto a que en muchas investigaciones se observa la falta de contemplación 

de las agresiones a mujeres como parte de un fenómeno generalizado de violencia de 

género. En este sentido, la CNDH señaló en su informe del año 2003 que la FEIHM no 

estaba estudiando “el fenómeno de manera global, sino que, a cada asunto se le ha 

otorgado un tratamiento individual, al margen de las posibilidades legales, como si se 

tratara de casos aislados plenamente diferenciados y no de manera integral”400. (…)
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[…]

388.	A manera de conclusión, la Corte acepta el reconocimiento de responsabilidad por 

las irregularidades cometidas en la primera etapa de las investigaciones. Sin embargo, 

el Tribunal ha constatado que en la segunda etapa de las mismas no se han subsanado 

totalmente dichas falencias. Las irregularidades en el manejo de evidencias, la alegada fa-

bricación de culpables, el retraso en las investigaciones, la falta de líneas de investigación 

que tengan en cuenta el contexto de violencia contra la mujer en el que se desenvolvieron 

las ejecuciones de las tres víctimas y la inexistencia de investigaciones contra funcionarios 

públicos por su supuesta negligencia grave, vulneran el derecho de acceso a la justicia, a 

una protección judicial eficaz y el derecho de los familiares y de la sociedad a conocer la 

verdad de lo ocurrido. Además, denota un incumplimiento estatal de garantizar, a través 

de una investigación seria y adecuada, los derechos a la vida, integridad personal y liber-

tad personal de las tres víctimas. Todo ello permite concluir que en el presente caso existe 

impunidad y que las medidas de derecho interno adoptadas han sido insuficientes para 

enfrentar las graves violaciones de derechos humanos ocurridas. El Estado no demostró 

haber adoptado normas o implementado las medidas necesarias, conforme al artículo 2 

de la Convención Americana y al artículo 7.c de la Convención Belém do Pará, que per-

mitieran a las autoridades ofrecer una investigación con debida diligencia. Esta ineficacia 

judicial frente a casos individuales de violencia contra las mujeres propicia un ambiente 

de impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de violencia en general 

y envía un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y 

aceptada como parte del diario vivir. 

389.	Por lo expuesto, el Tribunal concluye que el Estado incumplió con su deber de in-

vestigar -y con ello su deber de garantizar- los derechos consagrados en los artículos 4.1, 

5.1, 5.2 y 7.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la 

misma y con el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, en perjuicio de Claudia 

Ivette González, Laura Berenice Ramos Monárrez y Esmeralda Herrera Monreal. Por los 

mismos motivos, el Estado violó los derechos de acceso a la justicia y protección judicial, 

consagrados en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con los 

artículos 1.1 y 2 de la misma y 7.b y 7.c de la Convención Belém do Para, en perjuicio de 

los familiares de las tres víctimas identificados en el párrafo 9 supra.
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4.3.	Obligación de no discriminar: La violencia contra la mujer como discriminación

[…]

394.	Desde una perspectiva general la CEDAW define la discriminación contra la mujer como 

“toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resul-

tado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independiente-

mente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos 

humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y 

civil o en cualquier otra esfera”. En el ámbito interamericano, la Convención Belém do Pará 

señala que la violencia contra la mujer es “una manifestación de las relaciones de poder his-

tóricamente desiguales entre mujeres y hombres” y reconoce que el derecho de toda mujer 

a una vida libre de violencia incluye el derecho a ser libre de toda forma de discriminación. 

395.	El CEDAW ha declarado que la definición de la discriminación contra la mujer “in-

cluye la violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la mujer [i] 

porque es mujer o [ii] que la afecta en forma desproporcionada”. El CEDAW también ha 

señalado que “[l]a violencia contra la mujer es una forma de discriminación que impide 

gravemente que goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre”412.

396.	El Tribunal Europeo de Derechos Humanos declaró en el caso Opuz vs. Turquía que 

“la falla del Estado de proteger a las mujeres contra la violencia doméstica viola el derecho 

de ellas a igual protección de la ley y esta falla no necesita ser intencional”. La Corte Euro-

pea consideró que aunque la pasividad judicial general y discriminatoria en Turquía no era 

intencional, el hecho de que afectaba principalmente a las mujeres permitía concluir que 

la violencia sufrida por la peticionaria y su madre podía considerarse violencia basada en 

género, lo cual es una forma de discriminación en contra de las mujeres. Para llegar a esta 

conclusión, el Tribunal aplicó el principio según el cual una vez que se demuestra que la 

aplicación de una regla lleva a un impacto diferenciado entre mujeres y hombres, el Estado 

debe probar que se debe a factores objetivos no relacionados con la discriminación. La 

Corte Europea constató que en el lugar en que vivía la peticionaria se presentaba el núme-

ro más alto de víctimas de violencia doméstica, que las víctimas eran todas mujeres, que 

la mayoría de las víctimas eran del mismo origen y, además, que las mujeres víctimas en-

frentaban problemas cuando denunciaban la violencia, como el hecho que los policías no 

investigaban los hechos sino que asumían que dicha violencia era un “tema familiar”413.

397.	En el caso del Penal Castro Castro vs. Perú, la Corte señaló que las mujeres detenidas 

o arrestadas “no deben sufrir discriminación, y deben ser protegidas de todas las formas 
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de violencia o explotación”, que “deben ser supervisadas y revisadas por oficiales femeni-

nas”, que las mujeres embarazadas y en lactancia “deben ser proveídas con condiciones 

especiales”. Dicha discriminación incluye “la violencia dirigida contra la mujer porque 

es mujer o que la afecta en forma desproporcionada”, y que abarca “actos que infligen 

daños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de cometer esos actos, 

coacción y otras formas de privación de la libertad”414.

398.	En el presente caso, el Tribunal constata que el Estado señaló ante el CEDAW que la 

“cultura de discriminación” de la mujer “contribuyó a que [los] homicidios [de mujeres en 

Ciudad Juárez] no fueran percibidos en sus inicios como un problema de magnitud importan-

te para el cual se requerían acciones inmediatas y contundentes por parte de las autoridades 

competentes”. Además, el Estado también señaló que esta cultura de discriminación contra 

la mujer estaba basada “en una concepción errónea de su inferioridad” (supra párr. 132).

399.	La Corte considera que estas declaraciones remitidas como prueba por el Estado, 

son coincidentes con su reconocimiento de responsabilidad en el sentido de que en Ciu-

dad Juárez existe una “cultura de discriminación” que influenció en los homicidios de 

las mujeres en Ciudad Juárez. Asimismo, la Corte observa que como ya fue establecido 

supra, diferentes informes internacionales hicieron la conexión entre la violencia contra 

la mujer y la discriminación contra la mujer en Ciudad Juárez.

400.	De otro lado, al momento de investigar dicha violencia, ha quedado establecido 

que algunas autoridades mencionaron que las víctimas eran “voladas” o que “se fueron 

con el novio”, lo cual, sumado a la inacción estatal en el comienzo de la investigación, 

permite concluir que esta indiferencia, por sus consecuencias respecto a la impunidad 

del caso, reproduce la violencia que se pretende atacar, sin perjuicio de que constituye 

en sí misma una discriminación en el acceso a la justicia. La impunidad de los delitos co-

metidos envía el mensaje de que la violencia contra la mujer es tolerada, lo que favorece 

su perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de 

inseguridad en las mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema 

de administración de justicia. Al respecto, el Tribunal resalta lo precisado por la Comisión 

Interamericana en su informe temático sobre “Acceso a la Justicia para Mujeres Víctimas 

de Violencia” en el sentido de que 

[l]a influencia de patrones socioculturales discriminatorios puede dar como resulta-

do una descalificación de la credibilidad de la víctima durante el proceso penal en 

casos de violencia y una asunción tácita de responsabilidad de ella por los hechos, 

ya sea por su forma de vestir, por su ocupación laboral, conducta sexual, relación o 

parentesco con el agresor, lo cual se traduce en inacción por parte de los fiscales, 
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policías y jueces ante denuncias de hechos violentos. Esta influencia también puede 

afectar en forma negativa la investigación de los casos y la valoración de la prue-

ba subsiguiente, que puede verse marcada por nociones estereotipadas sobre cuál 

debe ser el comportamiento de las mujeres en sus relaciones interpersonales415.

401.	En similar forma, el Tribunal considera que el estereotipo de género se refiere a una 

pre-concepción de atributos o características poseídas o papeles que son o deberían ser 

ejecutados por hombres y mujeres respectivamente. Teniendo en cuenta las manifesta-

ciones efectuadas por el Estado (supra párr. 398), es posible asociar la subordinación 

de la mujer a prácticas basadas en estereotipos de género socialmente dominantes y 

socialmente persistentes, condiciones que se agravan cuando los estereotipos se reflejan, 

implícita o explícitamente, en políticas y prácticas, particularmente en el razonamiento 

y el lenguaje de las autoridades de policía judicial, como ocurrió en el presente caso. La 

creación y uso de estereotipos se convierte en una de las causas y consecuencias de la 

violencia de género en contra de la mujer. 

402.	Por ello, el Tribunal considera que en el presente caso la violencia contra la mujer 

constituyó una forma de discriminación y declara que el Estado violó el deber de no dis-

criminación contenido en el artículo 1.1 de la Convención, en relación con el deber de 

garantía de los derechos consagrados en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la Convención 

Americana, en perjuicio de Laura Berenice Ramos Monárrez, Esmeralda Herrera Monreal 

y Claudia Ivette González; así como en relación con el acceso a la justicia consagrado en 

los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención, en perjuicio de los familiares de las víctimas 

identificados en el párrafo 9 supra.

5.	 Derechos de las niñas, Artículo 19 de la Convención Americana

[…]

406.	Como ya se ha establecido con anterioridad, en la época de los hechos, las autori-

dades públicas tenían conocimiento de un contexto de desapariciones, violencia y homi-

cidios contra mujeres jóvenes y niñas (supra párr. 129). 

407.	El experto independiente de las Naciones Unidas para el estudio de la violencia 

contra los niños ha afirmado que “[l]a violencia contra los niños se presenta bajo diversas 

formas y depende de una amplia gama de factores, desde las características personales 

de la víctima y el agresor hasta sus entornos culturales y físicos”. El grado de desarrollo 

económico, el nivel social, la edad, el sexo y el género son algunos de los muchos factores 
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relacionados con el riesgo de la violencia letal. Asimismo, ha manifestado que “la violen-

cia sexual afecta principalmente a los que han alcanzado la pubertad o la adolescencia”, 

siendo las niñas las más expuestas a sufrir este tipo de violencia416.

408.	Esta Corte ha establecido que los niños y niñas tienen derechos especiales a los 

que corresponden deberes específicos por parte de la familia, la sociedad y el Estado. 

Además, su condición exige una protección especial que debe ser entendida como un 

derecho adicional y complementario a los demás derechos que la Convención reconoce 

a toda persona417. La prevalencia del interés superior del niño debe ser entendida como 

la necesidad de satisfacción de todos los derechos de la infancia y la adolescencia, que 

obliga al Estado e irradia efectos en la interpretación de todos los demás derechos de la 

Convención cuando el caso se refiera a menores de edad418. Asimismo, el Estado debe 

prestar especial atención a las necesidades y los derechos de las presuntas víctimas en 

consideración a su condición de niñas, como mujeres que pertenecen a un grupo en una 

situación vulnerable419.

409.	En el presente caso, la Corte considera que el Estado tenía la obligación de adoptar 

todas las medidas positivas que fueran necesarias para garantizar los derechos de las 

niñas desaparecidas. En concreto, el Estado tenía el deber de asegurar que fueran encon-

tradas a la mayor brevedad, una vez los familiares reportaron su ausencia, especialmente 

debido a que el Estado tenía conocimiento de la existencia de un contexto específico en 

el que niñas estaban siendo desaparecidas.

410.	A pesar de la existencia de legislación para la protección de la niñez420, así como 

de determinadas políticas estatales421, la Corte resalta que de la prueba aportada por el 

Estado no consta que, en el caso concreto, esas medidas se hayan traducido en medidas 

efectivas para iniciar una pronta búsqueda, activar todos los recursos para movilizar a las 

diferentes instituciones y desplegar mecanismos internos para obtener información que 

permitiera localizar a las niñas con rapidez y, una vez encontrados los cuerpos, realizar las 

investigaciones, procesar y sancionar a los responsables de forma eficaz y expedita. En 

definitiva, el Estado no demostró tener mecanismos de reacción o políticas públicas que 

dotaran a las instituciones involucradas de los mecanismos necesarios para garantizar los 

derechos de las niñas.

411.	Consecuentemente, este Tribunal encuentra que el Estado violó el derecho consa-

grado en el artículo 19 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho 

tratado, en perjuicio de las niñas Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos 

Monárrez.
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6.	 Derecho a la integridad personal de los familiares de las víctimas

[…]

6.1.	Sufrimiento de los familiares por lo ocurrido con las víctimas y por la búsqueda 

de la verdad

[…]

419.	Del acervo probatorio se desprende que tras la desaparición de las tres víctimas, los 

familiares tuvieron que emprender diferentes actuaciones para buscar a las desaparecidas 

ante la inactividad de las autoridades, las cuales al mismo tiempo emitían juicios repro-

chables en contra de las jóvenes, causando con ello sufrimiento a los familiares. Así, los 

informes periciales indicaron que los juicios emitidos por las autoridades, en el sentido 

de que la culpabilidad de las desapariciones radicaba en la conducta de las jóvenes, 

“producen confusión y angustia en los familiares, especialmente en aquellos en [los] que 

les consta que la vida de sus hijas no concuerda con estas versiones”426. Asimismo, “[l]

as madres insisten en el agravio experimentado por la negligencia de las autoridades y la 

inhumanidad con que han sido tratadas, subrayando […] el padecimiento agravado por 

ese maltrato, por desalentar la denuncia que tal vez hubiera permitido encontrarlas con 

vida y por la falta de información durante todo el proceso”427.

[…]

6.2.	Amenazas, intimidación y hostigamientos sufridos por los familiares

[…]

435.	Del expediente del presente caso se desprenden ciertos datos en referencia a la 

existencia de un patrón de conductas estatales hacia familiares de mujeres víctimas de 

violencia en Ciudad Juárez que consistían en tratos despectivos e irrespetuosos y hasta 

agresivos cuando intentaban obtener información sobre las investigaciones438, que ade-

más generaban en la mayoría de los casos desconfianza y temor, por lo que no denun-

ciaban los hechos. En algunos casos los familiares manifestaron que se les dijo que deja-

ran de realizar averiguaciones o llevar a cabo otras actividades en procura de justicia439. 

Asimismo, se ha reportado que “el hostigamiento y las amenazas a las familiares de las 

víctimas, a sus representantes y a las organizaciones de la sociedad civil, se ha recrudeci-

do en la misma medida en que la presión nacional e internacional se han acrecentado”, 
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haciéndolos responsables por esa dimensión nacional e internacional que ha tomado la 

situación440.

[…]

X.	 Puntos Resolutivos

602.	Por tanto, LA CORTE DECIDE,

[…]

Y, DISPONE

por unanimidad, que,

11.	 Esta Sentencia constituye per se una forma de reparación.

12.	 El Estado deberá, conforme a los párrafos 452 a 455 de esta Sentencia, conducir 

eficazmente el proceso penal en curso y, de ser el caso, los que se llegasen a abrir, para 

identificar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables materiales e intelectuales 

de la desaparición, maltratos y privación de la vida de las jóvenes González, Herrera y 

Ramos, conforme a las siguientes directrices:

i) se deberá remover todos los obstáculos de jure o de facto que impidan la debida 

investigación de los hechos y el desarrollo de los respectivos procesos judiciales, y 

usar todos los medios disponibles para hacer que las investigaciones y procesos 

judiciales sean expeditos a fin de evitar la repetición de hechos iguales o análogos 

a los del presente caso;

ii) la investigación deberá incluir una perspectiva de género; emprender líneas de 

investigación específicas respecto a violencia sexual, para lo cuál se deben involu-

crar las líneas de investigación sobre los patrones respectivos en la zona; realizarse 

conforme a protocolos y manuales que cumplan con los lineamientos de esta Sen-

tencia; proveer regularmente de información a los familiares de las víctimas sobre 

los avances en la investigación y darles pleno acceso a los expedientes, y realizarse 

por funcionarios altamente capacitados en casos similares y en atención a víctimas 

de discriminación y violencia por razón de género; 

iii) deberá asegurarse que los distintos órganos que participen en el procedimiento 

de investigación y los procesos judiciales cuenten con los recursos humanos y ma-

teriales necesarios para desempeñar las tareas de manera adecuada, independiente 
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e imparcial, y que las personas que participen en la investigación cuenten con las 

debidas garantías de seguridad, y

iv) los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados para que la 

sociedad mexicana conozca los hechos objeto del presente caso.

[…]

18.	 El Estado deberá, en un plazo razonable, continuar con la estandarización de todos 

sus protocolos, manuales, criterios ministeriales de investigación, servicios periciales y 

de impartición de justicia, utilizados para investigar todos los delitos que se relacionen 

con desapariciones, violencia sexual y homicidios de mujeres, conforme al Protocolo de 

Estambul, el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extraju-

diciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas y los estándares internacionales de 

búsqueda de personas desaparecidas, con base en una perspectiva de género, (…). Al 

respecto, se deberá rendir un informe anual durante tres años.

[…]

20.	 El Estado deberá crear, en un plazo de seis meses a partir de la notificación de esta 

Sentencia, una página electrónica que deberá actualizarse permanentemente y conten-

drá la información personal necesaria de todas las mujeres, jóvenes y niñas que des-

aparecieron en Chihuahua desde 1993 y que continúan desaparecidas. Dicha página 

electrónica deberá permitir que cualquier individuo se comunique por cualquier medio 

con las autoridades, inclusive de manera anónima, a efectos de proporcionar información 

relevante sobre el paradero de la mujer o niña desaparecida o, en su caso, de sus restos, 

de conformidad con los párrafos 507 y 508 de esta Sentencia.

[…]

22.	 El Estado debe continuar implementando programas y cursos permanentes de edu-

cación y capacitación en derechos humanos y género; perspectiva de género para la 

debida diligencia en la conducción de averiguaciones previas y procesos judiciales rela-

cionados con discriminación, violencia y homicidios de mujeres por razones de género, 

y superación de estereotipos sobre el rol social de las mujeres dirigidos a funcionarios 

públicos (…). El Estado deberá informar anualmente, durante tres años, sobre la imple-

mentación de los cursos y capacitaciones.

[…]
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Notas
63	 Cfr. Radiografía Socioeconómica del Municipio de Juárez elaborada por el Instituto Municipal de Investiga-

ción y Planeación, 2002 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XXV, anexo 2, folios 

8488 a 8490, 8493, 8495 y 8510)

64	 Cfr. Radiografía Socioeconómica del Municipio de Juárez 2002, supra nota 63, folio 8492; CIDH, Situación de 

los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, México: El Derecho a No Ser Objeto de Violencia y Discriminación, 

OEA/Ser.L/V//II.117, Doc. 44, 7 de marzo de 2003 (expediente de anexos a la demanda, tomo VII, anexo 1, folio 

1742); Naciones Unidas, Informe de México producido por el CEDAW bajo el artículo 8 del Protocolo Facultativo 

de la Convención y respuesta del Gobierno de México, CEDAW/C/2005/OP.8/MEXICO, 27 de enero de 2005 

(expediente de anexos a la demanda, tomo VII, anexo 3b, folio 1921); Naciones Unidas, Informe de la Relatora 

Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, Yakin Ertürk, Integración de los Derechos 

Humanos de la Mujer y la Perspectiva de Género: La Violencia contra la Mujer, Misión a México,  /CN.4/2006/61/

Add.4, 13 de enero de 2006 (expediente de anexos a la demanda, tomo VII, anexo 3c, folio 2011), y Amnistía 

Internacional, México: Muertes intolerables, Diez años de desapariciones y asesinatos de mujeres en Ciudad 

Juárez y Chihuahua, AMR 41/027/2003 (expediente de anexos a la demanda, tomo VII, anexo 6, folio 2267).

65	 Cfr. Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1921; Informe de la Relatora Especial 

sobre la violencia contra la mujer, supra nota 64, folio 2011; Amnistía Internacional, Muertes intolerables, 

supra nota 64, folio 2268, y Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos A.C., 

Compendio de recomendaciones sobre el feminicidio en Ciudad Juárez, Chihuahua, 2007 (expediente de 

anexos al escrito de solicitudes y argumentos, tomo XX, anexo 11.1, folio 6564).

66	 Cfr. CNDH, Informe Especial sobre los Casos de Homicidios y Desapariciones de Mujeres en el Municipio de 

Juárez, Chihuahua, 2003 (expediente de anexos a la demanda, tomo VII, anexo 5, folio 2168); Informe de 

la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, supra nota 64, folio 2011, y Amnistía Internacional, 

Muertes intolerables, supra nota 64, folio 2267.

67	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1742; Informe de 

México producido por el CEDAW, supra nota 64, folios 1921 y 1922; CNDH, Informe Especial, supra nota 

66, folio 2168, y Comisión para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez, Primer 

Informe de Gestión, noviembre 2003-abril 2004 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, 

tomo XXV, anexo 7, folio 8666).

68	 Cfr. Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1922 e Informe de la Relatora Especial 

sobre la violencia contra la mujer, supra nota 64, folio 2011.

69	 Cfr. Comisión para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez, Primer Informe de 

Gestión, supra nota 67, folio 8666 e Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 195.

70	 Cfr. Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1922 e Informe de la Relatora Especial 

sobre la violencia contra la mujer, supra nota 64, folio 2011.

71	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1742; Informe de 

México producido por el CEDAW, supra nota 64, folios 1921 a 1922; CNDH, Informe Especial, supra nota 

66, folio 2168, y Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos A.C., Compendio 
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de recomendaciones, supra nota 65, folio 6564.

98	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1744; informe de 

México producido por el CEDAW, supra nota 64, folios 1924 y 1926; Informe de la Relatora Especial sobre 

las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, supra nota 73, folio 2052; Amnistía Internacional, 

Muertes intolerables, supra nota 64, folios 2256 y 2271, y Fiscalía Especial para la  atención de Delitos 

relacionados con los Homicidios de Mujeres en Ciudad Juárez, Informe Final, supra nota 87, folio 14605.

99	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1764; Amnistía 

Internacional, Muertes intolerables, supra nota 64, folios 2256 y 2271, y declaración rendida ante fedata-

rio público por la perita Jusidman Rapoport el 21 de abril de 2009 (expediente de fondo, tomo XIII, folio 

3806).

100	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1744; Informe de 

México producido por el CEDAW, supra nota 64, folios 1924 y 1926; Informe de la Relatora Especial sobre 

la violencia contra la mujer, supra nota 64, folio 2012, y Amnistía Internacional, Muertes intolerables, supra 

nota 64, folios 2257 y 2271.

101	 Cfr. Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folios 1924 y 1926; Informe de la Rela-

tora Especial sobre la violencia contra la mujer, supra nota 64, folio 2012; Amnistía Internacional, Muertes 

intolerables, supra nota 64, folio 2257; Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los 

Homicidios de Mujeres en Ciudad Juárez, Informe Final, supra nota 87, folio 14605; declaración rendida 

ante fedatario público por la perita Monárrez Fragoso el 20 de noviembre de 2008 (expediente de fondo, 

tomo XIII, folio 3911), y Comisión para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez, 

Tercer Informe de Gestión, mayo 2005-septiembre 2006, citando el Segundo Informe de Gestión, titulado 

“El feminicidio: formas de ejercer la violencia contra las mujeres” (expediente de anexos a la contestación 

de la demanda, tomo XXVII, anexo 12, folio 9016).

102	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1744; Informe de 

México producido por el CEDAW, supra nota 64, folios 1924 y 1926; Informe de la Relatora Especial sobre 

la violencia contra la mujer, supra nota 64, folio 2012, y Amnistía Internacional, Muertes intolerables, supra 

nota 64, folios 2257 y 2271.

103	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1744 e Informe de 

la Relatora Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, supra nota 73, folio 2053.

104	 Cfr. Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en Ciudad 

Juárez, Informe Final, supra nota 87, folio 14525.

105	 Cfr. Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folios 1924 y 1927 y Amnistía Internacio-

nal, Muertes intolerables, supra nota 64, folio 2271.

106	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra 64, folio 1744.

107	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1744; Informe de 

México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1927, e Informe Final del Observatorio Ciudadano, 

supra nota 81, folio 6640.

108	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1744; Informe de 
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la Relatora Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, supra nota 73, folio 2052; 

Amnistía Internacional, Muertes intolerables, supra nota 64, folio 2271; CNDH, Recomendación 44/1998, 

supra nota 72, folio 2154, e Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1927.

109	 Cfr. Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en Ciudad Juá-

rez, Informe Final, supra nota 87, folio 14608. Al respecto, cabe notar que la Comisión para Ciudad Juárez 

señaló que, “[s]i bien es cierto que ha sido difícil demostrar que los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez 

están relacionados con asesinos seriales, faltó de parte de la [Fiscalía Especial] un análisis sobre el fenómeno 

criminal que constituyeron los casos paradigmáticos, aquéllos en los que sí puede haber evidencias de lo que 

la [Fiscalía Especial] llama ‘homicidios de mujeres con características y/o patrones conductuales similares’”. 

En similar sentido, criticó que la Fiscalía Especial “sigue sin enfocar su análisis desde la perspectiva de géne-

ro; no obstante las recomendaciones internacionales que se han hecho” (Comisión para Prevenir y Erradicar 

la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez, Tercer informe de gestión, supra nota 101, folio 9073).

110	 Comisión para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez, Tercer informe de ges-

tión, supra nota 101, folios 8996 y 8997.

111	 Según el informe del CEDAW, publicado en el año 2005, el Instituto Chihuahuense de la Mujer refirió 90 

casos, la Fiscalía Especial y el Delegado de la Procuraduría General de la República en Ciudad Juárez men-

cionó 93 casos y las ONGs contabilizaban 98 (Cfr. Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 

64, folio 1924).

112	 Estos alegatos coinciden con las conclusiones del Primer informe de gestión de la Comisión para Ciudad 

Juárez, el cual señala que en la década de los setenta y los ochenta, la industria maquiladora se caracterizó 

por la oferta casi exclusivamente a mujeres en un contexto de desempleo masculino, lo cual “produjo un 

choque cultural al interior de las familias” y que “los hombres se quedaron sin trabajo y las que sostenían 

el hogar eran las mujeres” (Comisión para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad 

Juárez, Primer Informe de Gestión, supra nota 67, folio 8663. Ver también, Informe de México producido 

por el CEDAW, supra nota 64, folio 1922; declaración rendida ante fedatario público por el perito Pineda 

Jaimes el 15 de abril de 2009, expediente de fondo, tomo VIII, folio 2825, y declaración de la perita Jusid-

man Rapoport, supra nota 99, folio 3778).

115	 Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1957.

116	 Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1960.

117	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1735; Informe de 

México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1922; Informe de la Relatora Especial  sobre la violen-

cia contra la mujer, supra nota 64, folios 2001 a 2002, y Amnistía Internacional, Muertes intolerables, supra 

nota 64, folios 2259 y 2269.

118	 Amnistía Internacional, Muertes intolerables, supra nota 64, folio 2269.

119	 CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1766 (citando carta del 

Secretario de Gobierno de Chihuahua a la Relatora Especial de 11 de febrero de 2002).

120	 Cfr. Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folios 1937 y 1949.

121	 Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, supra nota 64, folios 2001 y 2002.
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122	 Comisión para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez, Primer Informe de 

Gestión, supra nota 67, folio 9074.

123	 CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folios 1748 y 1750 (citando 

carta del Secretario de Gobierno de Chihuahua a la Relatora Especial de 11 de febrero de 2002).

135	 CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1750 (citando carta del 

Secretario de Gobierno de Chihuahua a la Relatora Especial de 11 de febrero de 2002).

139	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1746, Informe de 

México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1924, y Amnistía Internacional, Muertes intolerables, 

supra nota 64, folio 2274.

140	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1767; CNDH, Re-

comendación 44/1998, supra nota 72, folio 2140; Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados 

con los Homicidios de Mujeres en Ciudad Juárez, Informe Final, supra nota 87, folios 14579 y 14610; Con-

ferencia de prensa que ofrecieron el Subprocurador de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a 

la Comunidad y la Fiscal Especial para la Atención de los Delitos Relacionados con Actos de Violencia Contra 

las Mujeres en el auditorio de juristas, de Reforma 211, México, D.F., 16 de febrero de 2006, anexo 4 del 

Informe Final del Observatorio Ciudadano, supra nota 81, folio 6714.

141	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1750; CNDH, Re-

comendación 44/1998, supra nota 72, folio 2140; Informe de la Comisión de Expertos Internacionales de 

las Naciones Unidas, supra nota 76, folio 1929, Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados 

con los Homicidios de Mujeres en Ciudad Juárez, Informe Final, supra nota 87, folio 14579, y declaración 

rendida ante fedatario público por la testigo Doretti el 17 de abril de 2009 (expediente de fondo, tomo VI, 

folio 2326 y 2327).

142	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1750; Informe de la 

Comisión de Expertos Internacionales de las Naciones Unidas, supra nota 76, folios 1898 y 1899; declara-

ción de la testigo Doretti, supra nota 141, folio 2332.

143	 Cfr. Declaración de la testigo Doretti, supra nota 141, folios 2371 y 2372.

144	 Cfr. Informe de la Comisión de Expertos Internacionales de las Naciones Unidas, supra nota 76, folio1897; 

CNDH, Recomendación 44/1998, supra nota 72, folio 2154; CNDH, Informe Especial, supra nota 66, folio 

2227, y Amnistía Internacional, Muertes intolerables, supra nota 64, folio 2279.

145	 Informe del Relator Especial sobre la Independencia de Magistrados y Abogados, supra nota 74, folio 2100.

146	 Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en Ciudad Juárez, 

Informe Final, supra nota 87, folios 14575 y 14609.

147	 Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1957.

148	 Cfr. Respuesta del gobierno de México al informe producido por el CEDAW bajo el artículo 8 del Protocolo 

Facultativo de la Convención, 27 de enero de 2005 (anexos a la contestación de la demanda, tomo XXV, 

anexo 6, folios 8612 a 8653).

154	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1734.

155	 Informe de la Comisión de Expertos Internacionales de Naciones Unidas, supra nota 76, folio 1869.
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160	 Cabe notar que existen inconsistencias entre las cifras globales, ya que según el Informe Final de la Fiscalía 

Especial, hasta el 2003 habían ocurrido 328 casos de homicidios de mujeres en Ciudad Juárez (Fiscalía 

Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en Ciudad Juárez, Informe 

Final, supra nota 87, folio 14646).

161	 Cfr. Procuraduría General de Justicia del estado de Chihuahua, Fiscalía Especial para la Investigación de 

Homicidios de Mujeres, Ciudad Juárez, 2003. Anexos al cuarto informe mensual del Estado a la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos de 17 de febrero de 2003 (expediente de anexos a la contestación de 

la demanda, tomo XLII, anexo 75, folio 15446).

162	 De manera general, en cuanto a los llamados casos “concluidos” por el Estado, el CEDAW señaló en su in-

forme de 2005 que le preocupaba que se consideraran e informaran como concluidos o resueltos los casos 

al ser presentados ante los Tribunales, “aunque los inculpados no sean detenidos ni sancionados” (Informe 

de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1953). Asimismo, y también de manera general, 

la CNDH en su informe del 2005 indicó que “obtuvo información suficiente para desvirtuar las afirmaciones 

de la PGJE, en el sentido de dar por resueltos casos, sin que existan bases jurídicas para sustentar dichas 

afirmaciones” (CNDH, Informe Especial, supra nota 66, folio 2234).

163	 Cfr. Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1964. Al respecto, cabe notar lo 

señalado por el CEDAW en su informe: “El Gobierno asegura que de los 90 casos que consideran como 

de violencia sexual s[ó]lo en 4 se ha dictado sentencia, mientras que la casi totalidad de las fuentes de la 

sociedad civil plantean que esos 4 casos tampoco están resueltos y que tal vez algunos de los acusados  no 

sean culpables. S[ó]lo un prisionero ha sido juzgado y sancionado, después de 8 años, encontrándose aún 

en fase de apelación” (Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 8592).

167	 CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folio 1766.

168	 Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, supra nota 64, folio 2053.

169	 Cfr. Comparecencia de Claudia Ivonne Ramos Monárrez ante un subagente del Ministerio Público adscrito 

a la Fiscalía Especial para la Investigación de Desaparición y Homicidio de Mujeres efectuada el 1 de octubre 

de 2001 (expediente de anexos a la demanda, tomo VIII, anexo 17, folio 2621) y comparecencia de Rocío 

Itxel Núñez Acevedo ante un subagente del Ministerio Público adscrito a la Fiscalía Especial para la Investi-

gación de Desaparición y Homicidio de Mujeres efectuada el 5 de octubre de 2001 (expediente de anexos 

a la demanda, tomo VIII, anexo 19, folio 2625).

170	 Cfr. Registro de Personas Desaparecidas Nº 225/2001 diligenciado el 25 de septiembre de 2001 respecto a 

Laura Berenice Ramos Monárrez (expediente de anexos a la demanda, tomo VIII, anexo 11, folio 2609), y 

comparecencia de Benita Monárrez Salgado ante un subagente del Ministerio Público adscrito a la Fiscalía 

Especial en la Investigación de Homicidios de Mujeres y Desaparición de Personas efectuada el 25 de sep-

tiembre de 2001 (expediente de anexos a la demanda, tomo VIII, anexos 12 y 14, folio 2611).

171	 Información reseñada en el parte informativo emitido por dos agentes de la Policía Ministerial adscritos a la 

Fiscalía Mixta para la Atención de Homicidios de Mujeres de Chihuahua el 28 de septiembre de 2007 (expe-

diente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XXXV, anexo 50, legajo II, tomo IV, folio 12974).

172	 Cfr. Declaración efectuada el 24 de octubre de 2001 por Juan Antonio Martínez Jacobo ante la Fiscalía Es-
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pecial para la Investigación de Homicidios de Mujeres y Personas Desaparecidas (expediente de anexos a la 

demanda, tomo VIII, anexo 23, folio 2637) y Registro de Personas Desaparecidas Nº 234/2001 diligenciado 

el 12 de octubre de 2001 respecto a Claudia Ivette González (expediente de anexos a la demanda, tomo 

VIII, anexo 8, folio 2603).

173	 Cfr. Registro de Personas Desaparecidas Nº 234/2001, supra nota 172; comparecencia de Mayela Banda 

González ante un subagente del Ministerio Público adscrito a la Fiscalía Especial en la Investigación de 

Homicidios de Mujeres y Personas Desaparecidas efectuada el 12 de octubre de 2001 (expediente de 

anexos a la contestación de la demanda, tomo XXXII, anexo 50 legajo II, tomo I, folio 11102), y declara-

ción rendida por la señora González en la audiencia pública celebrada ante la Corte Interamericana el 28 

de abril de 2009.

174	 Comparecencia de Irma Monreal Jaime ante un agente del Ministerio Público adscrito a la Fiscalía Especial 

en la Investigación de Homicidios de Mujeres y Personas Desaparecidas el 30 de octubre de 2001 (expedien-

te de anexos a la demanda, tomo VIII, anexo 29, folio 2653).

175	 Cfr. Declaración efectuada el 30 de octubre de 2001 por Irma Monreal Jaime, supra nota 174; Registro de 

Personas Desaparecidas Nº 241/2001 diligenciado el 30 de octubre de 2001 respecto a Esmeralda Herrera 

Monreal (expediente de anexos a la demanda, tomo VIII, anexo 13, folio 2613), y declaración rendida por la 

señora Monreal en la audiencia pública celebrada ante la Corte Interamericana del 28 de abril de 2009.

222	 Cfr. Declaración rendida por la señora Monreal, supra nota 183. Ver también la manifestación de Irma Mon-

real Jaime en la petición presentada ante la Comisión Interamericana el 6 de marzo de 2002 (expediente 

de anexos a la demanda tomo XXVII, anexo 42, folio 9802). En el mismo sentido, el hermano de la víctima 

declaró que las autoridades decían no poder hacer nada “porque seguramente se había ido con el novio” 

(Cfr. Declaración de la perito Azaola Garrido, supra nota 186, folio 3369).

223	 Cfr. Declaración de la señora Monreal Jaime, supra nota 183.

224	 Cfr. Comunicación presentada por Josefina González ante la Comisión Interamericana en septiembre de 

2006 (escrito de anexos a la demanda, tomo II, apéndice 5 volumen I, folio 141).

225	 Cfr. Declaración de la señora González, supra nota183.

226	 Cfr. Declaración de la señora Monárrez, supra nota 183.

227	 Cfr. Declaración de la señora Monárrez, supra nota 183 y tarjeta informativa emitida por el Comandante de 

la Agencia Federal de Investigación informando de la entrevista sostenida con la señora Benita Monárrez 

Salgado el 15 de octubre de 2003 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XXXVII, 

anexo 50, legajo III tomo II, folio 13579).

228	 Cfr. Declaración de la testigo Delgadillo Pérez, supra nota 187, folio 3481.

229	 Cfr. Declaración de la testigo Delgadillo Pérez, supra nota 187, folios 3494 y 3495.

233	 Registro de Persona Desaparecida Nº 225/2001, supra nota 170, folio 2609; Registro de Persona Desapare-

cida Nº 234/2001, supra nota 172, folio 2603, y Registro de Persona Desaparecida Nº 241/2001,supra nota 

175, folio 2613.

248	 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de no-

viembre de 2006. Serie C Nº 160, párr. 276.
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249	 Artículo 1 de la Convención Belém do Pará.

250	 Caso Perozo y otros vs. Venezuela, supra nota 22, párr. 295.

254	 Cfr. Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Cos-

tas. Sentencia de 10 de julio de 2007. Serie C Nº 167, párr 79 y Caso Kawas Fernández vs. Honduras, supra 

nota 190, párrs. 72 y 73.

255	 Cfr. La expresión “leyes” en el artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión 

Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Serie A Nº 6, párr. 21.

256	 Cfr. Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia, supra nota 252, párrs. 111 y 113; Caso Perozo vs. 

Venezuela, supra nota 22, párr. 298, y Caso Anzualdo Castro vs. Perú, supra nota 30, párr. 62.

257	 Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C Nº 4, párr. 166; 

Caso Kawas Fernández vs. Honduras, supra nota 190, párr. 137, y Caso Anzualdo Castro vs. Perú, supra 

nota 30, párr. 62.

258	 Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, supra nota 257, párr. 174 y Caso Anzualdo Castro vs. Perú, supra 

nota 30, párr. 62.

259	 Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo, supra nota 257, párr. 173; Caso Godínez Cruz vs. Hon-

duras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C Nº 5, párr. 182, y Caso Gangaram Panday vs. 

Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie C Nº 16, párr. 62. 

266	 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú, supra nota 248, párr. 276.

267	 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo, supra nota 257, párr. 166; Caso Perozo y otros vs. 

Venezuela, supra nota 22, párr. 149, y Caso Anzualdo Castro vs. Perú, supra nota 30, párr. 63.

268	 Cfr. CEDAW, Recomendación general Nº 19: La Violencia contra la Mujer, 11° período de sesiones, 1992, 

U.N. Doc. HRI\GEN\1\Rev.1 at 84 (1994), párr. 9.

269	 Cfr. Naciones Unidas, Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer. Resolución de la Asam-

blea General 48/104 del 20 de diciembre de 1993. A/RES/48/104, 23 de febrero de 1994, artículo 4.c.

270	 Naciones Unidas, Informe de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, Beijing, 4 al 15 de septiembre 

de 1995, Declaración y Plataforma de Acción de Beijing aprobada en la 16° sesión plenaria celebrada el 15 

de septiembre de 1995. A/CONF.177/20/Rev.1, página 54, párr. 124 b.

271	 Informe de la Relatora Especial sobre violencia contra la mujer, supra nota 64.

272	 CIDH, Caso 12.051, Informe Nº 54/01, Maria Da Penha Maia Fernandes vs. Brasil, Informe Anual, 2000, 

OEA/Ser.L/V.II.111 Doc.20 rev. (2000).

273	 CIDH, Maria Da Penha Maia Fernandes vs. Brasil, supra nota 272, párr. 56. En el mismo sentido se han pro-

nunciado el CEDAW. Así, en el caso A.T. vs. Hungría (2005), determinó que el Estado no había cumplido las 

obligaciones establecidas en la Convención para prevenir la violencia contra la víctima y protegerla. En parti-

cular, señaló que “preocupa especialmente que no se haya promulgado legislación específica que combata 

la violencia doméstica y el acoso sexual, y la inexistencia de órdenes judiciales de amparo o de abandono 

del hogar, o de albergues para la protección inmediata de las mujeres víctimas de violencia doméstica” (Cfr. 

CEDAW, Comunicación Nº 2/2003, Sra. A. T. vs. Hungría, 32° período de sesiones, 26 de enero de 2005 

párr. 9.3). En similar sentido, en el caso Yildirim vs. Austria, en el cual la víctima fue asesinada por su esposo, 
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el CEDAW encontró que el Estado había faltado a su deber de debida diligencia por no haberlo detenido 

(Cfr. CEDAW, Comunicación Nº 6/2005, Fatma Yildirim vs. Austria, 39° período de sesiones, 23 de julio a 10 

de agosto de 2007, párr. 12.1.4 y 12.1.5).

274	 Naciones Unidas, La violencia contra la mujer en la familia: Informe de la Sra. Radhika Coomaraswamy, 

Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, presentado 

de conformidad con la resolución 1995/85 de la Comisión de Derechos Humanos, UN Doc. E/CN.4/1999/68, 

10 de marzo de 1999, párr. 25.

275	 Naciones Unidas, Asamblea General, Estudio a fondo sobre todas las formas de violencia contra la mujer. 

Informe del Secretario General, Sexagésimo primer período de sesiones, A/61/122/Add.1, 6 de julio de 

2006, párr. 352.

291	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, México, supra nota 64, folio 1749; 

Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1924, y CNDH, Recomendación 44/1998, 

supra nota 72, folio 2155.

296	 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, supra nota 261, párr. 123; Caso Comunidad Indígena 

Sawhoyamaxa vs Paraguay, supra nota 261, párr. 155, y Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia, supra 

nota 49, párr. 78. Ver también ECHR, Caso Kiliç v. Turkey, Sentencia del 28 de marzo de 2000, párrs. 62 y 

63 y ECHR, Caso Osman v. the United Kingdom, Sentencia del 28 de octubre de 1998, párrs. 115 y 116.

297	 Cfr. Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, supra nota 261, párr. 142; Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 12 de agosto de 2008. Serie C Nº 

186, párr. 115, y Caso Perozo y otros vs. Venezuela, supra nota 22, párr. 298.

298	 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú, supra nota 248, párr. 344.

300	 Cfr. Caso Anzualdo Castro vs. Perú, supra nota 30, párr. 123 y Caso Garibaldi vs. Brasil, supra nota 252, párr. 

113.

301	 Cfr. Caso Anzualdo Castro vs. Perú, supra nota 30, párr. 179 y Caso Garibaldi vs. Brasil, supra nota 252, párr. 

141.

302	 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, supra nota 261, párr. 143; Caso Heliodoro Portugal vs. 

Panamá, supra nota 297, párr. 144, y Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia, supra nota 49, párr. 101.

303	 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, supra nota 261, párr. 145, y Caso Kawas Fernández 

vs. Honduras, supra nota 190, párr. 78.

304	 Cfr. ECHR, Ergi v. Turkey, Sentencia del 28 de julio de 1998, Reports of Judgments, Nº 81, párrs. 85 y 86, y 

ECHR, Akkoç v. Turkey, Sentencia del 10 de octubre de 2000, párrs. 77 al 99; Kiliç v. Turkey, Sentencia del 

28 de marzo de 2000, párrs. 78 al 83.

305	 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-

tencia del 7 de junio de 2003. Serie C Nº 99, párr. 112; Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia, supra nota 

49, párr. 97, y Caso Garibaldi vs. Brasil, supra nota 252, párr. 23.

306	 Cfr. ECHR, Caso Angelova and Iliev v. Bulgaria, Sentencia del 26 de julio de 2007, Application Nº 55523/00, 

para. 98.

397	 Cfr. Caso de la Masacre de la Rochela vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 11 de 
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mayo de 2007. Serie C Nº 163, párrs. 156, 158 y 164.

400	 Cfr. CNDH, Informe Especial, supra nota 66, folio 2235.

412	 Cfr. CEDAW, Recomendación general Nº 19: La Violencia contra la Mujer, supra nota 268, párr. 6.

413	 ECHR, Caso Opuz v. Turkey, Sentencia del 9 de junio de 2009, párrs. 180, 191 y 200.

414	 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú, supra nota 248, párr. 303.

415	 CIDH, Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia en las Américas, OEA/Ser.L/V/II. Doc. 68, 20 

enero 2007 (expediente de anexos a la demanda, tomo VII, anexo 2, folio 1822).

416	 Naciones Unidas, Informe del experto independiente para el estudio de la violencia contra los niños, Paulo 

Sérgio Pinheiro, presentado con arreglo a la resolución 60/231 de la Asamblea General, A/61/299, 29 de 

agosto de 2006, párrs. 25, 29 y 30.

417	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 

2002. Serie A Nº 17, párrs. 53, 54 y 60; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Fondo, Repa-

raciones y Costas. Sentencia del 8 de julio de 2004. Serie C Nº 110, párr. 164, y Caso de las Niñas Yean y 

Bosico vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 8 

de septiembre de 2005. Serie C Nº 130, párr. 133.

418	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, supra nota 417, párrs. 56, 57 y 60 y Caso de las Niñas 

Yean y Bosico vs. República Dominicana, supra nota 417, párr. 134.

419	 Cfr. CEDAW, Recomendación general Nº 24: La mujer y la salud, 20° período de sesiones, A/54/38/Rev.1, 

1999, párr. 6 y Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana, supra nota 417, párr. 134.

420	 Cfr. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 4 (expediente de anexos a la contes-

tación de la demanda, anexo 43, tomo XXVIII, folio 9816) y Ley para la Protección de los Derechos de las 

Niñas, Niños y Adolescentes, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de mayo de 2000, artículos 

2 a 5 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, anexo 103, tomo XLIII, folio 16049).

421	 Como por ejemplo la creación del Consejo Nacional para la Infancia y la Adolescencia (expediente de anexos 

a la contestación de la demanda, anexo 104, tomo XLIII, folios 16065 a 16068); el Sistema Nacional para 

el Desarrollo Integral de la Familia (expediente de fondo, tomo III, folio 1082); el Plan de Acción Nacional 

para Prevenir, Atender y Erradicar la Explotación Sexual Comercial Infantil (expediente de fondo, tomo III, 

folio 1082), y la Campaña de Prevención de la Violencia hacia la Niñez (expediente de fondo, tomo III, folio 

1085).

426	 Cfr. Declaración rendida mediante fedatario público por la perito Lira Kornfeld el 21 de abril de 2009 (expe-

diente de fondo, tomo XI, folio 3340).

427	 Cfr. Declaración de la perito Lira Kornfeld, supra nota 426, folio 3340.

438	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folios 1745 y 1770 y 

Naciones Unidas, Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1924.

439	 Cfr. CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, supra nota 64, folios 1748 y 1769.

440	 Cfr. Naciones Unidas, Informe de México producido por el CEDAW, supra nota 64, folio 1946.
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I.	 Introducción de la causa y objeto de la controversia

[…]

2.	 La demanda se relaciona con la supuesta falta de debida diligencia en la investigación, 

juzgamiento y sanción de los responsables de la masacre de 251 habitantes del Parcela-

miento de Las Dos Erres, la Libertad, Departamento de Petén, ocurrida entre los días 6 a 8 

de diciembre de 1982. Dicha masacre fue ejecutada por miembros del grupo especializado 

de las fuerzas armadas de Guatemala denominados kaibiles6. Entre los habitantes del Par-

celamiento se encontraban niños, mujeres y hombres. Las personas ejecutadas, habrían 

sufrido previamente golpes y maltratos, así como muchas mujeres habrían sido violadas y 

golpeadas hasta el punto de sufrir abortos. Adicionalmente, en el contexto de la masacre 

uno de los Kaibiles que participó en ella, sustrajo a un niño sobreviviente, se lo llevó a su 

casa, y lo registró con sus apellidos. Recién en 1994 se iniciaron las investigaciones sobre 

dicha masacre, en el marco de las cuales se realizaron algunas diligencias de exhumación. 

Sin embargo, el supuesto uso indiscriminado y permisivo de recursos judiciales, el retardo 

injustificado por parte de las autoridades judiciales y la falta de una investigación exhausti-

va, juzgamiento, y sanción de los responsables está pendiente hasta el día de hoy.

[…]

VIII.	V iolación de los Artículos 8.1 y 25.1 (Garantías 
Judiciales y Protección Judicial) en relación con 
los Artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana y 
Artículos 1, 6 y 8 de la CIPST y 7.b de la Convención 
Belém do Pará

[…]

1. Contexto del caso, antecedentes de la Masacre y Procedimiento Interno

A)	 Contexto del Caso

[…]

79.	 Alrededor de las 4:30 p.m. los Kaibiles sacaron a los hombres de la escuela y los 

llevaron vendados y maniatados a un pozo de agua inconcluso donde los fusilaron. Des-

pués sacaron a las mujeres y los niños para llevarlos al mismo lugar. En el camino muchas 
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niñas fueron violadas por los Kaibiles, particularmente por los subinstructores. Al llegar 

al Pozo, los Kaibiles hincaban de rodillas a las personas y les preguntaban si pertenecían 

a la guerrilla, luego los golpeaban con un mazo de hierro en el cráneo o les disparaban, 

para luego lanzar los cadáveres al interior del pozo. (…)

80.	 Cerca de las 6:00 p.m. llegaron al Parcelamiento dos niñas, las cuales fueron vio-

ladas por dos instructores militares. Al día siguiente, cuando los Kaibiles se marcharon 

se llevaron a las dos niñas y las violaron nuevamente para luego degollarlas. Antes de 

marcharse llegaron al Parcelamiento otras seis familias, las cuales fueron fusiladas. 

81.	 El día 9 de diciembre de 1982, vecinos de la aldea Las Cruces se acercaron a Las Dos 

Erres y descubrieron trastos tirados por todas partes, los animales sueltos, también vie-

ron sangre, cordones umbilicales y placentas en el suelo, ya que la crueldad desplegada 

por los soldados alcanzó tal punto que a las mujeres embarazadas les causaron abortos 

producto de los golpes que les propinaban, incluso saltando sobre el vientre de dichas 

mujeres hasta que salía el feto malogrado. (…)

[…]

2.	 Artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con los Artículos 1 

y 2 de ese tratado; Artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la 

Tortura, y Artículo 7.b) de la Convención de Belem do Pará.

[…]

C)	 Falta de una investigación completa y exhaustiva de los hechos alegados de la 

masacre y los responsables, así como otras omisiones 

C.1  Falta de investigación de todos los hechos sucedidos en la masacre

136.	La Corte observa que la investigación que se sigue en la jurisdicción interna no ha 

sido completa y exhaustiva, ya que sólo se refiere a afectaciones a la vida, y no a aquellas 

otras relacionadas con hechos de presuntas torturas contra miembros del Parcelamiento 

y otros actos alegados de violencia contra la población infantil y las mujeres. Al respecto, 

la Comisión refirió que se debería “tener presente lo establecido en la […] Convención de 

Belém Do Pará, […] que obliga a actuar con la debida diligencia al momento de investigar 

y sancionar los hechos de violencia contra las mujeres”. Por su parte, los representantes 

solicitaron a la Corte que declarara al Estado responsable por el incumplimiento de los 
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derechos contenidos en los artículos 1, 6 y 8 de la CIPST y 7.b) de la Convención de 

Belém do Pará. Finalmente, el Estado no aceptó la violación de estas Convenciones “en 

virtud [de] que ambas no tenían vigencia para el Estado al momento en que ocurrieron 

los hechos, y procesal y sustantivamente no se puede demandar una violación a una ley 

o tratado que no existe en la vida jurídica de un Estado”.

137.	Este Tribunal nota, que de conformidad con la Convención Americana, vigente al 

momento de la masacre, el Estado tenía la obligación de investigar con la debida di-

ligencia todos esos hechos, obligación que se encontraba pendiente al momento del 

reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte el 9 de marzo de 1987. Dicha 

obligación fue reafirmada por el Estado con motivo de la ratificación de la CIPST el 29 

de enero de 1987 y posteriormente con la Convención de Belém do Pará el 4 de abril de 

1995, por lo que el Estado debía velar por su cumplimiento a partir de ese momento144, 

aún cuando éstas no habían sido adoptadas por el Estado al momento de la masacre. 

Así, este Tribunal ha establecido que “[el Estado] tiene el deber de garantizar el derecho 

de acceso a la justicia […] conforme a las obligaciones específicas que le imponen las 

Convenciones especializadas […] en materia de prevención y sanción de la tortura y de 

la violencia contra la mujer. [D]ichas disposiciones […] especifican y complementan las 

obligaciones que tiene el Estado con respecto al cumplimiento de los derechos consagra-

dos en la Convención Americana”, así como “el corpus juris internacional en materia de 

protección de la integridad personal”145.

138.	En específico, esta Corte nota que, si bien la denuncia interpuesta por FAMDEGUA 

el 14 de junio de 1994 se presentó por el delito de asesinato en perjuicio de las personas 

inhumadas en el Parcelamiento de Las Dos Erres, las declaraciones de los ex kaibiles en 

el procedimiento penal el 27 de mayo de 1997 relataron que “mientras los tenían re-

unidos […] empezaron a torturar a los hombres para que les dijeran donde estaban las 

armas y quiénes eran guerrilleros en la comunidad [y que] también violaron a algunas 

niñas en presencia de sus padres”. Asimismo, señalaron que “el Instructor Manuel Pop 

Sun […] violó [a una niña] drásticamente” y que “así […] estuvieron masacrando [y a 

las mujeres] no [fue] solo […] violarlas, [sino también] matarlas en el momento […] las 

violaron salvajemente”. También el sobreviviente Salomé Armando Gómez Hernández 

declaró el día 1 de diciembre de 1995 que “[había visto] que golpeaban a los hombres 

con las armas y a patadas los botaban al suelo […] y a las mujeres las jalaban [d]el pelo 

y las pateaban”. Además, en la misma fecha, el testigo César Franco Ibáñez declaró 

que “comenzaron también […] a violar niñas[,] se oían los gritos y los lamentos de 

las pobres niñas […] que estaban violando”. La Corte constata que ante estos hechos 

descritos, así como del informe de la CEH de 1999, el Estado tuvo conocimiento oficial 
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de supuestos hechos de torturas contra la población adulta y la niñez del Parcela-

miento, así como abortos y otras formas de violencia sexual contra niñas y mujeres, 

perpetuados durante tres días (supra párrs. 78 a 81). Sin embargo, el Estado no inició 

una investigación tendiente a esclarecer lo ocurrido e imputar las responsabilidades 

correspondientes146.

139.	La Corte observa, a manera de contexto, que tal como lo señala la CEH, durante 

el conflicto armado las mujeres fueron particularmente seleccionadas como víctimas de 

violencia sexual. Asimismo, en otro caso ocurrido en el mismo contexto en el cual se sitúa 

esta masacre, esta Corte estableció como hecho probado que “[l]a violación sexual de las 

mujeres fue una práctica del Estado, ejecutada en el contexto de las masacres, dirigida a 

destruir la dignidad de la mujer a nivel cultural, social, familiar e individual”147.  En el caso 

de Las Dos Erres, las mujeres embarazadas fueron víctimas de abortos inducidos y otros 

actos de barbarie (supra párrs. 79 a 81). Asimismo, en el peritaje de la psicóloga Nieves 

Gómez Dupuis, efectuado en agosto de 2005, se señaló que “las torturas ejemplifican-

tes, las violaciones sexuales y los actos de crueldad extrema, produjeron en las víctimas 

[…] un daño grave a la integridad mental”148.

140.	En este sentido, el Tribunal estima que la falta de investigación de hechos graves 

contra la integridad personal como torturas y violencia sexual en conflictos armados y/o 

dentro de patrones sistemáticos149, constituyen un incumplimiento de las obligaciones 

del Estado frente a graves violaciones a derechos humanos, las cuales contravienen nor-

mas inderogables150 (jus cogens) y generan obligaciones para los Estados151 como la de 

investigar y sancionar dichas prácticas, de conformidad con la Convención Americana y 

en este caso a la luz de la CIPST y de la Convención de Belém do Pará.

141.	En virtud de lo anterior, el Estado debió iniciar ex officio y sin dilación una inves-

tigación seria, imparcial y efectiva de todos los hechos de la masacre relacionados con 

la vulneración de la vida, así como respecto a otras afectaciones específicas contra la 

integridad personal, tales como las supuestas torturas y actos de violencia contra la 

mujer con una perspectiva de género, y de conformidad con los artículos 8.1 y 25.1 

de la Convención, y las obligaciones específicas dispuestas en los artículos 1, 6 y 8 

de la Convención Interamericana contra la Tortura y 7.b) de la Convención Belém do 

Pará152.

[…]
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XII.	R eparaciones (Aplicación del Artículo 63.1 de la 
Convención Americana)

[…]

233.	En razón de lo anterior, el Estado deberá utilizar los medios que sean necesarios, de 

acuerdo con su legislación interna, para conducir eficazmente las investigaciones con el 

fin de individualizar, juzgar y eventualmente sancionar a los responsables de los crímenes 

cometidos en el Parcelamiento de Las Dos Erres, y remover todos los obstáculos, de facto 

y de jure, que mantienen la impunidad en este caso. En particular, el Estado deberá velar 

porque la investigación abarque los siguientes criterios:

	 (…)

b)	 investigar de forma efectiva todos los hechos de la masacre tomando el cuenta 

el patrón sistemático de violaciones a derechos humanos existente en la época en 

que ocurrieron los hechos del presente caso, incluyendo, además del asesinato de 

los pobladores del Parcelamiento, otras posibles graves afectaciones a la integridad 

personal, y en particular, los presuntos actos de tortura, a la luz de los impactos 

diferenciados con motivo de la alegada violencia contra la niñez y la mujer254. El Es-

tado también deberá aplicar, eventualmente, las sanciones correspondientes a estos 

hechos, así como ejecutar las órdenes pendientes de captura;

Notas
6	 De acuerdo a lo señalado en el Informe de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico, Guatemala: Memo-

ria del Silencio (en adelante “CEH, Guatemala: Memoria del Silencio”), Guatemala: Oficina de Servicios para 

Proyectos de las Naciones Unidas, 1999; “los kaibiles eran una fuerza especial contrainsurgente del Ejército 

de Guatemala, los cuales en diversos operativos ponían en práctica la extrema crueldad de sus métodos de 

entrenamiento.” (Anexos al escrito de solicitudes y argumentos, anexo 30, f. 10936).

144	 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú, supra nota 27, párr. 377.

145	 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú, supra nota 27, párrs. 276, 377 y 379.

146	 De conformidad con la legislación vigente en Guatemala al momento de los hechos (artículos 27 y 69 del 

Código Penal de Guatemala de 1973) el Estado tiene la posibilidad de investigar e individualizar los diversos 

delitos ocurridos, así como sus agravantes.

147	 Caso Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala. Reparaciones y Costas, supra nota 143, párr. 49.19.

148	 Cfr. Dictamen pericial de Nieves Gómez Dupuis efectuado en agosto de 2005 “sobre el daño a la salud men-

tal derivada de la Masacre de la Aldea Las Dos Erres […] y las medidas de reparación psicosocial” (anexos a 

la demanda, anexo 8, f. 2811).

149	 En este sentido, cabe hacer mención que en el derecho internacional diversos tribunales se han pronunciado 

al respecto, así el Tribunal Penal Internacional para la Ex Yugoslavia ha calificado la violencia sexual como 
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comparable a la tortura y otros tratos crueles inhumanos y degradantes, cuando ésta ha sido cometida 

dentro de una práctica sistemática contra la población civil y con una intención de obtener información, 

castigar, intimidar, humillar o discriminar a la víctima o una tercera persona. Cfr. ICTY, Sala de Primera Ins-

tancia II. Prosecutor v. Anto Furundžija. Sentencia del 10 de diciembre de 1998. párrs. 267.i, 295; ICTY, Sala 

de Primera Instancia II. Prosecutor v. Delalić et al. (Čelebići). Sentencia del 16 de noviembre de 1998. párrs. 

941; ICTY, Sala de Apelaciones. Prosecutor v. Delalić et al. (Čelebići). Sentencia del 20 de febrero de 2001. 

párrs. 488, 501; y ICTY, Sala de Primera Instancia II. Prosecutor v. Kunarac et al. Sentencia del 22 de febrero 

de 2001. párrs. 656, 670, 816. Asimismo, el Tribunal Penal Internacional para Ruanda también ha compa-

rado la violación sexual con la tortura, señalando que la primera puede constituir tortura al ser cometida 

por o con la aquiescencia, consentimiento o a instigación de un oficial público. Cfr. ICTR, Sala de Primera 

Instancia I. Prosecutor v. Jean-Paul Akayesu. Sentencia del 2 de septiembre de 1998. párrs. 687, 688. Por su 

parte, la Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que la violación sexual puede constituir tortura 

cuando ha sido cometida por agentes estatales contra personas bajo su custodia. Cfr. ECHR. Aydin v. Turkey. 

Sentencia del 25 de septiembre de 1997. párrs. 86, 87, y Maslova and Nalbandov v. Russia. Sentencia del 7 

de julio de 2008. párr. 108.

150	 Cfr. Caso Goiburú y otros vs. Paraguay, supra nota 19, párr. 128; Caso de la Masacre de la Rochela vs. 

Colombia, supra nota 34, párr. 132, y Caso Anzualdo Castro vs. Perú, supra nota 28, párr. 59.

151	 Cfr. Caso Goiburú y otros vs. Paraguay, supra nota 19, párr. 131.

152	 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú, supra nota 27, párr. 378.

254	 El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer en su Recomendación general Nº 19 “La 

violencia contra la mujer”, ha establecido que en el marco de conflictos armados se requiere que los Estados 

adopten medidas protectoras y punitivas, asimismo recomendó que velen por que las leyes contra los ata-

ques respeten la integridad y dignidad de todas las mujeres, y que proporcionen protección a las victimas, 

así como realizar una investigación de las causas y los efectos de la violencia y la eficacia de las medidas para 

responder a ella y que prevean procedimientos eficaces de reparación, incluyendo la indemnización.
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